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Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 05 de Madrid 
C/ Gran Vía, 19 , Planta 4 - 28013 

45029730 

NIG: 28.079.00.3-2020/0003605 

Procedimiento Abreviado 74/2020 4 
Demandante/s:  D./Dña. xxxxx
PROCURADOR D./Dña. JAVIER FRAILE MENA 

Demandado/s: AYUNTAMIENTO DE ALCORCON 

PROCURADOR D./Dña. JOSE LUIS GRANDA ALONSO 

S E N T E N C I A  Nº 115/2021 

En Madrid, a veinticinco de marzo de dos mil veintiuno. 

Vistos por mí, Ilmo. Sr. D. Ramón Fernández Flórez, Magistrado-Juez 

del Juzgado de lo Contencioso-administrativo nº 5 de los de Madrid, los 

presentes autos de procedimiento abreviado registrados con el número 74/2020, 

dimanantes de un recurso contencioso-administrativo en el que figura como 

parte recurrente, xxxxxx, representados por el procurador Javier Fraile Mena y 

defendidos por el letrado Rafael Martín Barroso; y, como recurrida el 

Ayuntamiento de Alcorcón, representada por el procurador José Luis Granda 

Alonso y defendida por el letrado xxxx. 

ANTECEDENTES DE HECHO 

L
a 

au
te

nt
ic

id
ad

 d
e 

es
te

 d
oc

um
en

to
 s

e 
pu

ed
e 

co
m

pr
ob

ar
 e

n 
  w

w
w

.m
ad

ri
d.

or
g/

co
ve

m
ed

ia
nt

e 
el

 s
ig

ui
en

te
 c

ód
ig

o 
se

gu
ro

 d
e 

ve
ri

fi
ca

ci
ón

: 
12

96
33

02
51

10
72

26
25

29
20



Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 05 de Madrid - Procedimiento Abreviado - 74/2020 2 / 10 

PRIMERO.- La parte recurrente formalizó su demanda en la que tras 

exponer los hechos y fundamentos de derecho que estimó pertinentes, terminó 

suplicando se dicte una sentencia estimatoria del recurso interpuesto y las 

correspondientes declaraciones en relación con la actuación administrativa 

impugnada. 

SEGUNDO.- Admitida a trámite, se dio traslado de la misma a la 

Administración demandada,  convocando a las partes a una vista, que se 

celebró el pasado día dieciocho del mes corriente,  en la que la referida 

Administración impugnó la demanda.   

En el acto de la vista, se acordó conceder a las partes el plazo de diez 

días para que pudieran formular conclusiones respecto de la prueba documental 

aportada por el Ayuntamiento, de la que no se había dado traslado, con 

anterioridad a la parte recurrente; presentadas dichas conclusiones escritas, 

quedaron los autos conclusos para sentencia. 

TERCERO.- En la sustanciación del presente procedimiento se han 

observado los preceptos y prescripciones legales. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

PRIMERO.- En el presente recurso contencioso-administrativo  se ha 

impugnado la resolución presunta de la Junta de Reclamaciones Económico-

Administrativas del Ayuntamiento de Alcorcón, por la que se entendía 

desestimada la reclamación económico-administrativa interpuesta contra la 

resolución silente, desestimatoria de la solicitud de rectificación de una 

autoliquidación practicada, respecto del IIVTNU, derivada de la transmisión 

del dominio  de la finca urbana sita en la xxxx de aquella localidad, por 

importe de 6.666,11 euros. En la demanda se ejercita una pretensión 

revocatoria de la resolución impugnada y otra tendente al restablecimiento de 

su situación jurídica individualizada para que se le reintegre el importe 

abonado por aquella liquidación; o, subsidiariamente se les devuelva parte de 

lo pagado por cuestionarse la fórmula de cálculo aplicada. 

L
a 

au
te

nt
ic

id
ad

 d
e 

es
te

 d
oc

um
en

to
 s

e 
pu

ed
e 

co
m

pr
ob

ar
 e

n 
  w

w
w

.m
ad

ri
d.

or
g/

co
ve

m
ed

ia
nt

e 
el

 s
ig

ui
en

te
 c

ód
ig

o 
se

gu
ro

 d
e 

ve
ri

fi
ca

ci
ón

: 
12

96
33

02
51

10
72

26
25

29
20



Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 05 de Madrid - Procedimiento Abreviado - 74/2020 3 / 10 

SEGUNDO.- La  parte recurrente refiere que adquirieron el inmueble, 

mediante escritura notarial de 23 de noviembre de 2004, por un precio de 

192.323 euros. 

Prueba que la vendió, también mediante escritura notarial, el 17 de 

noviembre de 2016, por un precio de 218.000 euros.  

Por lo que refieren que han tenido una, evidente, minusvalía patrimonial, 

lo que evidenciaría que el suelo no ha sufrido incremento de valor entre los 

años 2004 al 2016. 

El Tribunal Supremo, en sentencia de 9 de julio de 2018, recurso de 

casación 6226/2017, Sección Segunda,  (EDJ 2018/513434), ha dictado una 

sentencia que, fija la doctrina interpretativa, con los efectos previstos en el 

artículo 93.1 de la LJCA, de las declaraciones del Tribunal Constitucional 

respecto de la inconstitucionalidad de los preceptos antes citados del TRLRL. 

Con ello se pone fin a la controversia entre diversos Tribunales Superiores de 

Justicia en orden a entender si la inconstitucionalidad de los citados artículos 

era absoluta y ex origine o únicamente era parcial, para los casos en los que no 

se acreditara capacidad económica y una plusvalía real y efectiva que pudiera 

gravarse.  

Dicha sentencia recoge lo siguiente: 

“SÉPTIMO. Criterios interpretativos sobre los artículos 107.1, 107.2 a) 

y 110.4, todos ellos del TRLHL, a la luz de la STC 59/2017. 

Conforme a lo hasta aquí expuesto, y según ordena el artículo 93.1 LJCA, 

procede fijar la siguiente interpretación de los preceptos legales concernidos 

en este litigio: 

1°) Los artículos 107.1 y 107.2 a) del TRLHL, a tenor de la interpretación 

que hemos hecho del fallo y del fundamento jurídico 5 de la STC 59/2017, 

adolecen solo de una inconstitucionalidad y nulidad parcial. En este sentido, 

son constitucionales y resultan, pues, plenamente aplicables, en todos 

aquellos supuestos en los que el obligado tributario no ha logrado acreditar, 

por cualquiera de los medios que hemos expresado en el fundamento de 

derecho Quinto, que la transmisión de la propiedad de los terrenos por 

cualquier título (o la constitución o transmisión de cualquier derecho real de 

goce, limitativo del dominio, sobre los referidos terrenos), no ha puesto de 

manifiesto un incremento de su valor o, lo que es igual, una capacidad 

económica susceptible de ser gravada con fundamento en el artículo 31.1 CE. 

2°) El artículo 110.4 del TRLHL, sin embargo, es inconstitucional y nulo en 

todo caso (inconstitucionalidad total) porque, como señala la STC 59/2017, 

«no permite acreditar un resultado diferente al resultante de la aplicación de 

las reglas de valoración que contiene», o, dicho de otro modo, porque 

«impide a los sujetos pasivos que puedan acreditar la existencia de una 

situación inexpresiva de capacidad económica (SSTC 26/2017, FJ 7, y 

37/2017, FJ 5)». Esa nulidad total de dicho precepto, precisamente, es la que 
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posibilita que los obligados tributarios puedan probar, desde la STC 59/2017, 

la inexistencia de un aumento del valor del terreno ante la Administración 

municipal o, en su caso, ante el órgano judicial, y, en caso contrario, es la 

que habilita la plena aplicación de los artículos 107.1 y 107.2 a) del TRLHL” 

Y el fundamento de Derecho Quinto, al que se remite recoge: 

“QUINTO.- Corresponde al sujeto pasivo del IIVTNU probar la 

inexistencia de una plusvalía real conforme a las normas generales sobre la 

carga de la prueba previstas en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 

Tributaria («LGT») [mandato que no conlleva una quiebra de los principios de 

reserva de ley tributaria o del principio de seguridad jurídica]. 

De la interpretación del alcance de la declaración de inconstitucionalidad 

contenida en la STC 59/2017 que acabamos de efectuar (parcial en lo que se 

refiere a los artículos 107.1 y 107. 2 a) del TRLHL y total en relación con 

el artículo 110.4 del TRLHL) resultan, en esencia, tres corolarios: (1) primero, 

anulada y expulsada definitivamente del ordenamiento jurídico la prohibición 

que tenían los sujetos pasivos de probar la inexistencia de incrementos de 

valor en la transmisión onerosa de terrenos de naturaleza urbana ex artículo 

110.4 del TRLHL ,puede el obligado tributario demostrar que el terreno no ha 

experimentado un aumento de valor y, por ende, que no se ha producido el 

nacimiento de la obligación tributaria principal correspondiente al IIVTNU; 

(2) segundo, demostrada la inexistencia de plusvalía, no procederá la 

liquidación del impuesto(o, en su caso, corresponderá la anulación de la 

liquidación practicada o la rectificación de la autoliquidación y el 

reconocimiento del derecho a la devolución); y (3) tercero, en caso contrario, 

habrá de girarse la correspondiente liquidación cuantificándose la base 

imponible del impuesto de conformidad con lo previsto en los artículos 107.1 y 

107. 2 a) del TRLHL (que, según hemos dicho, han quedado en vigor para los 

casos de existencia de incremento de valor). En relación con este último 

supuesto, esta Sala es consciente de que pudieran darse casos en los que la 

plusvalía realmente obtenida por el obligado tributario fuera tan escasa que la 

aplicación de los artículos 107.1 y 107.2 a) del TRLHL  pudiera suscitar dudas 

desde la perspectiva del artículo 31.1 CE. La cuestión, sin embargo, no se nos 

ha planteado aún y tampoco ha sido resuelta por el Tribunal Constitucional en 

la STC 59/2017. 

Esto sentado, debemos resolver a continuación las cuestiones de (a) a quién 

corresponde la carga de la prueba de la inexistencia de plusvalía, (b) qué 

medios probatorios resultan idóneos para llevarla a efecto y (c) si este último 

extremo cuenta en la actualidad, y hasta tanto se produzca la intervención 

legislativa que reclama la STC 59/2017 en su FJ 5 c), con la debida cobertura 

legal, tal y como reclaman los principios de seguridad jurídica ( artículo 9.3 
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CE) y reserva de ley tributaria ( artículos 31.3 y 133.1 CE). Pues bien, en 

relación con los dos primeros interrogantes queremos dejar claro que: 

1.- Corresponde al obligado tributario probar la inexistencia de incremento de 

valor del terreno onerosamente transmitido. Y este extremo, no solo se infiere 

con carácter general del artículo 105.1 LGT  , conforme al cual «quien haga 

valer su derecho deberá probar los hechos constitutivos del mismo», sino que 

también, y en el ámbito concreto que nos ocupa, ha sido puesto de relieve por 

el Pleno del Tribunal Constitucional en el FJ 5 b) de la STC 59/2017, y 

admitido, incluso, por la Sección Primera de esta Sala en el Auto de admisión 

de 30 de octubre de 2017 (RCA 2672/2017 ). En el FJ 5 b) de la STC 59/2017 

concluye, concretamente, el máximo intérprete de la Constitución, que «debe 

declararse inconstitucional y nulo el artículo 110.4 LHL, al impedirá los 

sujetos pasivos que puedan acreditar la existencia de una situación inexpresiva 

de capacidad económica( SSTC 26/2017, FJ 7 , y 37/2017 , FJ 5)."», precisión 

esta última de la que se infiere inequívocamente que es al sujeto pasivo a 

quien, en un primer momento, le corresponde probar la inexistencia de 

plusvalía. Y esta premisa ha sido admitida también en la cuestión casacional 

que, con posterioridad al pronunciamiento del Tribunal Constitucional, fijó la 

Sección Primera de esta Sala en el Auto de admisión de 30 de octubre de 2017 

, citado, en el que, presuponiendo que pesaba "sobre el legalmente 

considerado como sujeto pasivo la carga de acreditar la inexistencia de un 

aumento real del valor del terreno en la fecha de devengo del IIVTNU", 

consideró que tenía interés casacional objetivo la determinación de los medios 

concretos de prueba que debían emplearse para acreditar la concurrencia de 

esta última circunstancia. 

2.-Para acreditar que no ha existido la plusvalía gravada por el IIVTNU 

podrá el sujeto pasivo (a) ofrecer cualquier principio de prueba, que al menos 

indiciariamente permita apreciarla, como es la diferencia entre el valor de 

adquisición y el de transmisión que se refleja en las correspondientes 

escrituras públicas [cuyo valor probatorio sería equivalente al que atribuimos 

a la autoliquidación del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales en los 

fundamentos de derecho 3.4 de nuestras sentencias de 23 de mayo de 2018 

(RRCA núms. 1880/2017 y 4202/2017), de 5 de junio de 2018 ( RRCA núms. 

1881/2017 y 2867/2017 ) y de 13 de junio de 2018 ( RCA núm. 2232/2017 ]; 

(b) optar por una prueba pericial que confirme tales indicios; o, en fin, (c) 

emplear cualquier otro medio probatorio ex artículo 106.1 LGT que ponga de 

manifiesto el decremento de valor del terreno transmitido y la consiguiente 

improcedencia de girar liquidación por el IIVTNU. Precisamente -nos 

interesa subrayarlo-, fue la diferencia entre el precio de adquisición y el de 

transmisión de los terrenos transmitidos la prueba tenida en cuenta por el 

Tribunal Constitucional en la STC 59/2017 para asumir -sin oponer reparo 
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alguno- que, en los supuestos de hecho examinados por el órgano judicial que 

planteó la cuestión de inconstitucionalidad, existía una minusvalía. 

3.-Aportada -según hemos dicho, por cualquier medio- por el obligado 

tributario la prueba de que el terreno no ha aumentado de valor, deberá ser la 

Administración la que pruebe en contra de dichas pretensiones para poder 

aplicar los preceptos del TRLHL que el fallo de la STC 59/2017 ha dejado en 

vigor en caso de plusvalía. Contra el resultado de la valoración de la prueba 

efectuada por la Administración en el seno del procedimiento tributario 

correspondiente, el obligado tributario dispondrá de los medios de defensa que 

se le reconocen en vía administrativa y, posteriormente, en sede judicial. En la 

vía contencioso- administrativa la prueba de la inexistencia de plusvalía real 

será apreciada por los Tribunales de acuerdo con lo establecido en 

los artículos 60 y 61 LJCA y, en último término, y tal y como dispone 

el artículo 60.4 LJCA, de conformidad con las normas del Código Civil y de la 

Ley de Enjuiciamiento Civil. 

La resolución judicial recurrida en casación ha interpretado, pues, de manera 

correcta el ordenamiento jurídico al considerar que la STC 59/2017 permite no 

acceder a la rectificación de las autoliquidaciones del IIVTNU y, por tanto, a 

la devolución de los ingresos efectuados por dicho concepto, en aquellos casos 

en los que no se acredita por el obligado tributario la inexistencia de 

incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana, supuestos en los que 

los artículos 107.1 y 107.2 a) del TRLHL resultan plenamente constitucionales 

y, por consiguiente, los ingresos realizados por el contribuyente, debidos. 

Pues bien, llegados a este punto, y en lo que se refiere a la presunta quiebra 

del principio de reserva de ley tributaria (artículos 31.3 y 133.1 CE) y, por 

derivación, del principio de seguridad jurídica (artículo 9.3 CE), debemos 

responder negativamente a la cuestión casacional planteada. 

La STC 59/2017 -ya lo sabemos- ha dejado en vigor los artículos 107.1 y 107.2 

a) del TRLHL en las situaciones de existencia de incremento de valor del

terreno onerosamente transmitido por el contribuyente, debiéndose entender, a 

la luz del fallo del pronunciamiento constitucional, que dicho incremento de 

valor debe corresponderse con una plusvalía real y efectiva, supuesto éste cuyo 

gravamen es el único que resulta compatible con el principio de capacidad 

económica (STC 59/2017, FJ 3). Y para acreditar la existencia o no de esa 

plusvalía real -ya lo hemos dicho también- tanto el contribuyente como la 

Administración habrán de acudir a los medios de prueba y, más 

genéricamente, a las reglas generales que en relación con la prueba se 

contienen en la Sección 2ª del Capítulo II del Título III de la LGT (artículos 

105 y siguientes). 

De hecho, en un asunto similar al que ahora enjuiciamos -referido también a 

la valoración de rentas, productos, bienes y demás elementos del hecho 

imponible-, pero no idéntico -en aquella ocasión, entre otras alegaciones, se 
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aducía la vulneración del principio de legalidad sancionadora, cuyas 

exigencias, según reiterada jurisprudencia constitucional, son más estrictas 

que las que dimanan de los artículos 31.3 y 133 CE -, el Pleno del Tribunal 

Constitucional consideró que remitir a la LGT los "medios" con arreglo a los 

cuales la Administración tributaria podrá comprobar el "valor de las rentas, 

productos, bienes y demás elementos del hecho imponible", resulta "aceptable 

desde la perspectiva del artículo 133.1 CE, es decir, desde un punto de vista 

estrictamente tributario" (no así, en cambio, "a la luz del principio -más 

estricto- de legalidad recogido en el artículo 25.1 CE, o lo que es lo mismo, en 

materia sancionadora"). A esta conclusión, en particular, llegó el Pleno del 

Tribunal Constitucional en el FJ 9 de la STC 194/2000, de 19 de julio 

(EDJ 2000/16271), por la que se resolvió el recurso de inconstitucionalidad 

interpuesto en su día contra la Disposición adicional cuarta de la Ley 8/1989, 

de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos. 

Y, a mayor abundamiento, señaló, asimismo, en el FJ 9 de esta Sentencia que 

«tanto la referencia al "valor real" -(...)- cuanto la existencia de estos medios 

tasados de comprobación para determinarlo, permiten rechazar que la norma 

autorice a la Administración para decidir con entera libertad el valor real del 

bien transmitido o del derecho que se constituya o ceda o, lo que es igual que, 

en detrimento de la reserva de ley recogida en el art. 133.1 CE , le esté 

permitiendo cuantificar, sin límite alguno, un elemento esencial del tributo. 

Estamos aquí, como en otros supuestos [ STC 233/1999, de 16 de diciembre , 

FJ 19 (EDJ 1999/40189) a)], ante una fórmula -el "valor real"- que impone a 

la Administración la obligación de circunscribirse, dentro de una esfera de 

apreciación, a unos criterios de naturaleza técnica que no puede obviar, de 

manera que puede afirmarse que la Ley impide que aquélla adopte decisiones 

que puedan calificarse, desde la perspectiva analizada, como libres, 

antojadizas, en suma, arbitrarias» ( STC 194/2000 , FJ 9) (EDJ 2000/16271). 

Ciertamente, en el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales Onerosas al 

que se refería la STC 194/2000 (EDJ 2000/16271) existía una mención expresa 

a la noción de "valor real" -en concreto, en el artículo 46.2 del Real Decreto 

Legislativo 1/1993 -, mención legal que, sin embargo, no se contiene en los 

preceptos del TRLHL que regulan el IIVTNU. En relación con esta última 

figura impositiva, el artículo 104.1 del TRLHL dispone que el impuesto "grava 

el incremento de valor que experimentan dichos terrenos (...)", y es la exégesis 

que el máximo intérprete de nuestra Constitución ha efectuado en la STC 

59/2017 la que obliga a interpretar ese incremento de valor como un 

incremento de valor  real para que la plusvalía gravada respete las exigencias 

que dimanan del principio de capacidad económica. La omisión legal, empero, 

no supone una quiebra del artículo 31.3 CE. Y ello por cuanto que la 

constatación de que existe una plusvalía real es unpriusfáctico para la 
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aplicación de la regla objetiva de cálculo prevista en los artículos 107.1 y 

107.2 

a) del TRLHL (que únicamente han quedado en vigor para estos casos) -no un

elemento esencial que sirva para cuantificar el impuesto como sucede en el 

Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales- cuya concurrencia resulta 

perfectamente constatable sobre la base del empleo de los medios de 

comprobación que establece la LGT en los artículos 105 y siguientes de la 

LGT , medios que permiten rechazar que la norma autorice a la 

Administración para decidir con entera libertad el valor real del terreno 

onerosamente transmitido en detrimento de la reserva de ley recogida en 

los artículos 31.3 y 133.1 CE . 

Y, en fin, rechazada la vulneración del principio de reserva de ley tributaria 

establecido en los artículos 31.3 y 133.1 CE debe desestimarse, asimismo, la 

quiebra del principio de seguridad jurídica garantizado en el artículo 9.3 CE. 

Conforme a reiterada jurisprudencia constitucional «"la seguridad jurídica ha 

de entenderse como la certeza sobre el ordenamiento jurídico aplicable y los 

intereses jurídicamente tutelados, procurando 'la claridad y no la confusión 

normativa' ( STC 46/1990, de 15 de marzo , FJ 4) (EDJ 1990/2329), y como 'la 

expectativa razonablemente fundada del ciudadano en cuál ha de ser la 

actuación del poder en la aplicación del Derecho' ( STC 36/1991, de 14 de 

febrero , FJ 5) (EDJ 1991/1562). En definitiva, sólo si en el ordenamiento 

jurídico en que se insertan, y teniendo en cuenta las reglas de interpretación 

admisibles en Derecho, el contenido o las omisiones de un texto normativo 

produjeran confusión o dudas que generaran en sus destinatarios una 

incertidumbre razonablemente insuperable acerca de la conducta exigible para 

su cumplimiento o sobre la previsibilidad de sus efectos, podría concluirse que 

la norma infringe el principio de seguridad jurídica" ( STC 96/2002, de 25 de 

abril , FJ 5 (EDJ 2002/11293); o STC 93/2013, de 23 de abril , FJ 10) 

(EDJ 2013/59750)» [ STC 84/2015, de 30 de abril , FJ 3 b) 

(EDJ 2015/58978)]. 

Pues bien, teniendo en cuenta las concreciones que acabamos de efectuar en 

torno a quién corresponde la carga de la prueba de la existencia de 

minusvalía; cuál ha de ser el objeto de la prueba -la existencia de un 

minusvalía real- y, en fin, cuáles los medios de que dispone el sujeto pasivo 

para acreditar la existencia de un decremento de valor del terreno, no puede 

afirmarse que los preceptos que han quedado en vigor tras la STC 59/2017 (en 

los términos en los que deben ser interpretados a la luz del pronunciamiento 

constitucional), teniendo en cuenta las reglas de interpretación admisibles en 

Derecho, generen en el obligado tributario una "incertidumbre 

razonablemente insuperable" o una falta de certeza o certidumbre de tal 

intensidad que contravenga los dictados que dimanan del principio de 

seguridad jurídica”. 
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TERCERO.- Comparando los precios de adquisición con el de venta 

resulta una evidente minusvalía patrimonial; por lo que la parte actora habría 

cumplido con su obligación aportar una prueba, siquiera con el valor de 

presunción, de no haberse producido incremento del valor del suelo.  

El Ayuntamiento intenta desvirtuar dicha presunción alegando que el 

valor catastral del suelo ha sufrido incremento de valor, según los datos 

facilitados por la Oficina del Catastro; y, además que el suelo dela zona está 

agotado, y el propio consistorio ha realizado mejoras en las obras públicas, 

servicios e instalaciones de la zona. 

No es factible admitir la impugnación que se realiza por el 

Ayuntamiento; en la medida en que el valor catastral no refleja, con la 

suficiente automaticidad las variaciones del valor del suelo, en especial en 

periodos de crisis económica, en que se reducen, bruscamente, los valores del 

suelo y de las viviendas por la conocida “explosión de la burbuja inmobiliaria”, 

que aconteció hacia el año 2008. 

Por lo tanto, el presente recurso ha de ser estimado; ya que los datos 

aportados por el Ayuntamiento no constituyen una prueba pericial 

individualizada respeto dela vivienda, sino que se refieren a datos globales o 

generales de la evolución de valores en la localidad.  

No se analizará, por innecesario los restantes motivos impugnatorios. 

CUARTO.- Pese a estimarse el recurso, no se realizará pronunciamiento 

en costas, por ser una cuestión jurídicamente muy compleja, como se 

demuestra por haberse dicado múltiples resoluciones del TS sentando doctrina 

legal al respecto.  

Vistos los artículos citados y demás de general y pertinente aplicación 

FALLO 

Estimando el recurso interpuesto por no ser ajustada a Derecho la 

actuación administrativa, debo anular y anulo la resolución impugnada, 

reconociendo el derecho de la parte recurrente a que, por el Ayuntamiento 

de Alcorcón, se les reintegre la cuota aovada por el IIVTNU, incrementada 
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en el interés de demora previsto en la LGT. No se realiza pronunciamiento 

en costas. 

Contra la presente resolución no cabe recurso ordinario de apelación. 

Así, por ésta mí sentencia, de la que se extenderá testimonio para su 

unión a los autos de que dimana, uniéndose el original al libro de su razón, lo 

pronuncio, mando y firmo. 

La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido dictada sólo 

podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal que los mismos contuvieran y con 

pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber de tutela 

o a la garantía del anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda.

Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con fines contrarios a 

las leyes. 
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Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 10 de Madrid 
C/ Gran Vía, 19 , Planta 1 - 28013 

45029730 

NIG: 28.079.00.3-2020/0007651 

Procedimiento Abreviado 141/2020 PAB3º 
Demandante/s:  D./Dña. xxxx 

PROCURADOR D./Dña. SILVIA MENOR BARRILERO 

Demandado/s: AYUNTAMIENTO ALCORCON 

PROCURADOR D./Dña. JOSE LUIS GRANDA 

ALONSO Tribunal Económico Administrativo Municipal 

de Alcorcón LETRADO DE CORPORACIÓN 

MUNICIPAL 

SENTENCIA Nº 116/2021 

ILTMA SRA. 

MAGISTRADA:  

Dra. Eva María Bru Peral 

En Madrid, a veinticinco de marzo de dos mil veintiuno en autos del procedimiento 

abreviado 141/2020 seguidos a instancia de xxxxx, debidamente representado y defendido 

según consta en las actuaciones, contra el Ayuntamiento de Alcorcón, sobre derecho 

tributario, se dicta la presente sentencia con base en los siguientes:  

ANTECEDENTES DE H E C H O 

Primero.- Por la parte actora se interpuso recurso contencioso-administrativo contra la 

desestimación de su solicitud de devolución en relación contra las liquidaciones del 

Impuesto sobre el incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana por la 

transmisión de un inmueble girada al recurrente por el Ayuntamiento de Alcorcón.  

Segundo.- Una vez admitido a trámite, comprobada por tanto la correcta comparecencia de 

las partes según dispone el artículo 45.3 LRJCA, y recibido el expediente administrativo, 

fijada la cuantía en la cantidad reclamada, tramitado el procedimiento por escrito de 

conformidad con el artículo 78.3 LRJCA, con el resultado que obra en las actuaciones, 
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quedó el recurso concluso y visto para Sentencia la cual se dicta con el cumplimiento de los 

requisitos legales. 

FUNDAMENTOS  DE  DERECHO 

Primero.- Se interpone recurso contra la desestimación presunta de la Junta Municipal de 

Reclamaciones Económico-administrativo de Alcorcón de la reclamación interpuesta con 

fecha de 12 de febrero de 2019 frente a la desestimación presunta del recurso de reposición 

de la solicitud de ingresos indebidos solicitada ante el Ayuntamiento de Alcorcón en relación 

con la autoliquidación núm. referencia 0001392877 94 del impuesto sobre el incremento del 

valor de los terrenos de naturaleza urbana por la venta del inmueble sito en la cxxxx con 

referencia catastral 0071001VK3607S0005AY, Alcorcón (Madrid), por importe de 

11.055,48€. 

La parte recurrente solicita: “Que, se proceda a la Declaración de nulidad, y devolución del 

importe abonado por mi representado en concepto de Impuesto sobre el Incremento del 

Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana, todo ello en base a la jurisprudencia existente 

en materia de plusvalía, por existir en la transmisión del inmueble por el que se gira el 

mencionado impuesto una pérdida de capacidad económica y una pérdida del valor del 

suelo. 

- Que, se condene al Ayuntamiento de Alcorcón a la devolución de los 11.055,48 € 

abonados en concepto de plusvalía, más los intereses que legalmente se hayan 

devengado desde la fecha de ingreso de dicho importe por el recurrente. 

- Que, se condene a la administración al abono de las costas del presente 

procedimiento, toda vez que la pérdida de capacidad económica en la transmisión del 

inmueble quedó acreditada en la vía administrativa, sin haber obtenido hasta la fecha 

contestación de la administración a los recursos presentados.”. 

El Letrado del Ayuntamiento pide que habiendo por presentado este escrito, se sirva 

admitirlo y tenga por contestada en tiempo y forma la demanda, sin devolución del 

expediente administrativo toda vez que el mismo se aportó de forma digital, y en su día, se 

dicte Sentencia, en la que se desestime la misma, confirmándose en todos los extremos la 

actuación administrativa impugnada. 
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Segundo.- Se manifiesta por la parte actora, con cita de jurisprudencia constitucional, que 

con fecha 30 de Agosto de 2005, mediante Escritura de de Compraventa, otorgada ante D. 

D. José Antonio Florit de Carranza, al número 2.288 de su protocolo, mi representado 

adquirió el inmueble sito en la localidad de Alcorcón, en la xxxx –, con referencia catastral 

0071001VK3607S0005AY. Dicho inmueble es valorado en la suma total de 144.250,00 €, tal 

y como consta en la escritura que se aporta al presente escrito como documento nº1. Que, 

con fecha 1 de Septiembre de 2017 mi representado transmitió la propiedad del inmueble 

mencionado mediante Escritura de Compraventa otorgada ante el Notario de Ilustre 

Colegio de Madrid, D. Pablo García Toral, al número 1.590 de su protocolo. El inmueble se 

transmitió por la cantidad de 63.000 €. Considera que la Autoliquidación se giró a pesar de 

haberse producido una clara, manifiesta y alta pérdida de capacidad económica por parte 

de mi representado, toda vez que el importe de adquisición fue por cuantía bastante superior 

al importe de la venta; lo que ha quedado suficientemente acreditado con la aportación de 

las escrituras de adquisición y de transmisión y con la comparación de los importes que en 

ellas se reflejan. 

Por el contrario, el Letrado del Ayuntamiento expone que en las escrituras no se 

individualiza el valor del suelo, y este impuesto se basa en el valor del suelo no en los 

valores de mercado y el suelo es un bien escaso, aún mayor, en un municipio como 

Alcorcón, en el que el suelo urbano está prácticamente agotado, sin olvidar que, a efectos 

contables, no tiene depreciación, así como que la autoliquidación del IIVTNU se realizó 

conforme valores del suelo aprobados por la Gerencia del Catastro a efectos del IBI en el 

momento de la transmisión del inmueble, valores que no han sido recurridos siendo firmes y 

aceptados por el demandante. 

Tercero.- Atendiendo a los concretos motivos de impugnación expuestos por las partes para 

fundamentar sus pretensiones, debiendo recordarse que los efectos del silencio negativo lo 

son en el sentido de entenderse desestimada la petición presentada abriendo con ello la vía 

judicial al ciudadano, debe recordarse cuáles son los criterios sentados por el Tribunal 

Constitucional en las sentencias que resuelven las distintas cuestiones de 

inconstitucionalidad planteadas por los Juzgados de lo Contencioso-administrativo, por todas 

STC de 11 de mayo de 2017, en relación con los artículos 107.1, 107.2.a) y 110.4 LHL, en 
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donde se ha declarado que los artículos 107.1, 107.2.a) y 110.4 LHL son inconstitucionales y 

nulos pero solo en la medida que someten a tributación situaciones de inexistencia de 

incrementos de valor. 

Tras estas sentencias, los distintos Tribunales de Justicia habían mantenido posiciones 

diferentes y enfrentadas, así la STSJ Mad, Sección 9ª, de 19 de julio de 2017, y en contra la 

STSJCV, Sección 3ª, de 16 de noviembre de 2017, recurso 62/2017. No obstante, el Tribunal 

Supremo en su reciente Sentencia, STS, Sección 2ª, de 9 de julio de 2018, recurso 

6226/2017, así como en la STS, Sección 2ª, de 27 de febrero de 2019, recurso 1903/2017, ha 

establecido, en relación con el alcance de la inconstitucionalidad declarada en la STC 

59/2017, que los artículos 107.1 y 107.2 a) TRLHL, a tenor de la interpretación del fallo y 

del fundamento jurídico 5 de la STC 59/2017, adolecen solo de una inconstitucionalidad y 

nulidad parcial, de forma que son constitucionales y resultan, pues, plenamente aplicables, 

en todos aquellos supuestos en los que el obligado tributario no ha logrado acreditar, por 

cualquiera de los medios que hemos expresado en el fundamento de derecho Quinto, que la 

transmisión de la propiedad de los terrenos por cualquier título (o la constitución o 

transmisión de cualquier derecho real de goce, limitativo del dominio, sobre los referidos 

terrenos), no ha puesto de manifiesto un incremento de su valor o, lo que es igual, una 

capacidad económica susceptible de ser gravada con fundamento en el artículo 31.1 CE; a la 

vez que el artículo 110.4 TRLHL, sin embargo, es inconstitucional y nulo en todo caso 

(inconstitucionalidad total) porque, como señala la STC 59/2017, «no permite acreditar un 

resultado diferente al resultante de la aplicación de las reglas de valoración que contiene», o, 

dicho de otro modo, porque «imp[ide] a los sujetos pasivos que puedan acreditar la 

existencia de una situación inexpresiva de capacidad económica ( SSTC 26/2017, FJ 7 , y 

37/2017 , FJ 5)». Esa nulidad total de dicho precepto, precisamente, es la que posibilita que 

los obligados tributarios puedan probar, desde la STC 59/2017, la inexistencia de un 

aumento del valor del terreno ante la Administración municipal o, en su caso, ante el órgano 

judicial, y, en caso contrario, es la que habilita la plena aplicación de los artículos 107.1 y 

107.2 a) del TRLHL. 

En consecuencia, se puede seguir gravando el aumento de valor que constituye el hecho 

imponible del impuesto aquí debatido, estando la liquidación del impuesto condicionada a 

aquellos casos en los que se gravan plusvalías realmente existentes, supuestos estos últimos 
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para los que han quedado en vigor y resultan plenamente aplicables los artículos 107.1 , 

107.2 a) y 110.4 TRLHL, correspondiendo al sujeto pasivo del IIVTNU probar la 

inexistencia de una plusvalía real conforme a las normas generales sobre la carga de la 

prueba previstas en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, LGT, pudiendo 

utilizarse para ello cualquier principio de prueba, STS, Sección 2ª, de 5 de marzo de 2019, 

recurso 2672/2017. 

De esta forma, el sujeto pasivo del IIVTNU ha de aportar un principio de prueba sobre la 

inexistencia de incremento del valor del terreno transmitido, siendo insuficiente la simple 

negación del hecho imponible y, una vez aportado algún elemento probatorio indicativo de 

tal circunstancia de hecho, es cuando a la Administración local, los Ayuntamientos, si 

pretenden cuestionar el decremento alegado, tienen la carga de probar la existencia de un 

efectivo incremento de valor del terreno. 

Cuarto.- Conforme con el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se 

aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales,  artículo 104, el 

Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana (IVTNU) es 

un tributo directo que grava el incremento de valor que experimenten dichos terrenos y que 

se pone de manifiesto a consecuencia de la transmisión de la propiedad de los terrenos por 

cualquier título o de la constitución o transmisión de cualquier derecho real de goce, 

limitativo del dominio, sobre los referidos terrenos, disponiendo  el artículo 107.1 LHL que 

la base imponible se constituye por el incremento del valor de los terrenos puesto de 

manifiesto en el momento del devengo y experimentado a lo largo de un período máximo de 

veinte años, habiéndose discutido si ese precepto es una mera declaración de intenciones del 

que siempre resultaría un incremento, o si por el contrario, posición aplicable,  la ausencia 

objetiva de incremento del valor da lugar a la no sujeción al impuesto, simplemente como 

consecuencia de la no realización del hecho imponible, pues la contradicción legal no puede 

ni debe resolverse a favor del «método de cálculo» y en detrimento de la realidad económica, 

pues ello supondría desconocer los principios de equidad, justicia y capacidad económica. 

Debe tenerse en cuenta la naturaleza del Impuesto objeto de este proceso, al tratarse de un 

impuesto de gestión compartida, en el que puede distinguirse claramente dos fases: la gestión 

catastral y la gestión tributaria. La gestión catastral, que es asumida por la Dirección General 
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del Catastro del Ministerio de Hacienda, está constituida por el conjunto de actuaciones 

administrativas que tienen por objeto la formación, mantenimiento y revisión del Catastro. 

En particular, la gestión catastral comprende la delimitación del suelo de naturaleza urbana, 

la elaboración y aprobación de las Ponencias de Valores, la aprobación de los valores 

catastrales y la revisión, modificación y actualización de los Valores Catastrales. La gestión 

tributaria, que es competencia de los distintos Ayuntamientos, comprende las operaciones 

necesarias para determinar la deuda tributaria y su recaudación, partiendo de la base 

imponible (valor catastral) obtenida en la fase de gestión catastral. En concreto, la gestión 

tributaria competencia de los Ayuntamientos comprende la liquidación, la concesión de 

exenciones y bonificaciones, la recaudación, la devolución de ingresos tributarios y otros 

actos similares. 

De esta forma establecimiento de valor catastral corresponde a la Administración del Estado 

a través de la Dirección General del Catastro y la gestión liquidación y recaudación del 

impuesto que es competencia de las Administraciones locales, siendo los acuerdos de 

determinación del valor catastral ejecutivos sin que la interposición de recurso contra los 

mismos suspenda su ejecutoriedad conforme al artículo 29 del RDLeg 1/04 por el que se 

aprueba el texto refundido de la Ley del Catastro.  

Quinto.- Aplicando todo lo expuesto al presente caso, no alegándose confiscación de la 

ganancia obtenida, en cuanto a la prueba de esa minusvalía, corresponde al obligado 

tributario, habiendo sentenciado el Tribunal Supremo en STS, Sección 2ª, de 9 de julio de 

2018, recurso 6226/2017: 

“2.- Para acreditar que no ha existido la plusvalía gravada por el IIVTNU podrá el 

sujeto pasivo (a) ofrecer cualquier principio de prueba, que al menos indiciariamente 

permita apreciarla , como es la diferencia entre el valor de adquisición y el de 

transmisión que se refleja en las correspondientes escrituras públicas [cuyo valor 

probatorio sería equivalente al que atribuimos a la autoliquidación del Impuesto sobre 

Transmisiones Patrimoniales en los fundamentos de derecho 3.4 de nuestras sentencias 

de 23 de mayo de 2018 (RRCA núms. 1880/2017 y 4202/2017), de 5 de junio de 2018 

(RRCA núms. 1881/2017Jurisprudencia citada STS, Sala de lo Contencioso-

Administrativo, Sección 4ª, 30-11-2017 (rec. 2705/2015) y 2867/2017) y de 13 de junio 

de 2018Jurisprudencia citada a favor STS, Sala de lo Contencioso, Sección: 2ª, 
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13/06/2018 (rec. 2232/2017)ITP. ( RCA núm. 2232/2017Jurisprudencia citada STS, 

Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 2ª, 13-06-2018 (rec. 2232/2017) ]; (b) 

optar por una prueba pericial que confirme tales indicios; o, en fin, (c) emplear 

cualquier otro medio probatorio ex artículo 106.1 LGTLegislación citada que se aplica 

Ley que ponga de manifiesto el decremento de valor del terreno transmitido y la 

consiguiente improcedencia de girar liquidación por el IIVTNU. Precisamente -nos 

interesa subrayarlo-, fue la diferencia entre el precio de adquisición y el de 

transmisión de los terrenos transmitidos la prueba tenida en cuenta por el Tribunal 

Constitucional en la STC 59/2017Jurisprudencia citada STC, Pleno, 11-05-2017 (STC 

59/2017) para asumir -sin oponer reparo alguno- que, en los supuestos de hecho 

examinados por el órgano judicial que planteó la cuestión de inconstitucionalidad, 

existía una minusvalía.  

3.- Aportada -según hemos dicho, por cualquier medio- por el obligado tributario la 

prueba de que el terreno no ha aumentado de valor, deberá ser la Administración la 

que pruebe en contra de dichas pretensiones para poder aplicar los preceptos del 

TRLHL que el fallo de la STC 59/2017Jurisprudencia citadaSTC, Pleno, 11-05-2017 

(STC 59/2017) ha dejado en vigor en caso de plusvalía. Contra el resultado de la 

valoración de la prueba efectuada por la Administración en el seno del procedimiento 

tributario correspondiente, el obligado tributario dispondrá de los medios de defensa 

que se le reconocen en vía administrativa y, posteriormente, en sede judicial. En la vía 

contencioso- administrativa la prueba de la inexistencia de plusvalía real será 

apreciada por los Tribunales de acuerdo con lo establecido en los artículos 

60Legislación citada que se aplica Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la 

Jurisdicción Contencioso-administrativa. art. 60 (31/10/2011) y 61 LJCALegislación 

citada que se aplica Ley y, en último término, y tal y como dispone el artículo 60.4 

LJCALegislación citadaLJCA art. 60.4 , de conformidad con las normas del Código 

Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil” (FJ 5º).  

Debe añadirse, la STS, Sección 2ª, de 6 de marzo de 2019, recurso 2815/2017, que rechaza 

la conocida como doctrina maximalista, y que determinó que los artículos 107.1 y 107.2 a) 

del TRLHL adolecen de una inconstitucionalidad y nulidad parcial o condicionada, en tanto 

sólo concurre en la medida en la que se sometan a tributación situaciones de inexistencia de 

incrementos de valor; mientras que el artículo 110.4 del TRLHL es objeto de una 
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declaración de inconstitucional y nulidad total e incondicionada, no siendo admisible 

determinar la base imponible de manera distinta a la prevista en el artículo 107.4 TRLHL, 

sin aportar una prueba idónea para desvirtuar la adecuación del método legalmente previsto. 

Además en la STS, Sección 2ª, de 27 de marzo de 2019, recurso 4924/2017, en donde se 

determina que no es admisible determinar la base imponible de manera distinta a la prevista 

en el artículo 107.4 TRLHL, sin aportar una prueba idónea para desvirtuar la adecuación del 

método legalmente previsto. Por ello, en cuanto a la fórmula impugnda, entrando al caso 

concreto no existe esa prueba sino una forma de interpretación de la ley, que corresponde 

siempre al Juzgador y que es distinta de la prevista en la normativa aplicable, siendo que se 

pretende hallar la diferencia entre el valor catastral inicial, calculado desde el valor final 

existente en el momento de la transmisión. Señala el Tribunal Supremo que esta fórmula ya 

estuvo vigente en la legislación anterior, y fue sustituida por la actual, no habiéndose 

declarado inconstitucional, salvo que se pruebe la inexistencia de incremento del valor de los 

terrenos con su aplicación; y sin que, pese a poder ser la fórmula propuesta una opción 

legislativa válida constitucionalmente, no puede sustituir a la legalmente establecida. Estas 

conclusiones son aplicables al presente caso, en donde no existe prueba suficiente para evitar 

la aplicación de una fórmula legalmente establecida 

Aplicando la jurisprudencia citada al presente caso sobre la inexistencia de hecho imponible, 

en cuanto a las escrituras, esta Juzgadora no puede solo con esta prueba, ante la falta de 

individualización del valor del suelo en las mismas, considerar automáticamente que no ha 

existido el hecho imponible que grava el impuesto y ello por cuanto, según se ha mantenido 

en casos semejantes, las escrituras de compra y venta son reflejo de un acuerdo de 

voluntades que no tiene que coincidir con el valor real del suelo, de forma que del contraste 

de los precios de compra y de venta se puede seguir un indicio, pero ese indicio necesita de 

una prueba que lo respalde, pericial, documental o documentales que contengan tasaciones, 

explicación de la evolución de su precio en mercado, valoración individualizadas de 

organismos oficiales, o cualesquiera otros medios de prueba de los que se permiten en 

Derecho, pero que vayan más allá del solo precio consignado libremente por las partes, y en 

el presente caso esa prueba se ha aportado a través del informe realizado por D. Carlos María 

Fernández Villazón, ratificado a presencia judicial, e informe realizado con el expreso 

propósito de determinar el concreto valor del suelo de forma individual y realizado para 

calcular su valor real, a precio de mercado, del suelo en las fechas de compra y de venta, 
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considerando que El valor negativo es consecuencia del método de valoración (Valor 

Residual del Suelo del Reglamento de Valoraciones de la Ley del suelo) y lo que significa, 

en la vida real, es la baja demanda de Locales comerciales en esa zona de Alcorcón que se 

venden por su valor de construcción o incluso por debajo de este y ello por cuanto, 

partiendo de la descripción catastral del inmueble, en relación con precios oficiales, existe 

amplia oferta de locales en la zona, pero sin que exista demanda, habiendo obtenido los 

testigos del Registro de la Propiedad número uno de Alcorcón,  y utilizados los coeficientes 

correctores del  Anexo II del Reglamento de Valoraciones de la Ley del Suelo, llegando a la 

conclusión de que “el valor negativo es consecuencia del método de valoración (valor 

residual del suelo del reglamento de valoraciones de la ley del Suelo) y lo que significa, en 

la vida real, es la baja demanda de locales comerciales es esa zona de Alcorcón que se 

venden por su valor de construcción o incluso por debajo de este”, de ahí que haya de 

considerarse probado que en cuanto a ese concreto suelo no existe la plusvalía que grava el 

impuesto, por lo que a falta de prueba en contra por parte del Ayuntamiento de Alcorcón, 

haya que estimarse el presente recurso contencioso-administrativo, y ordenar la devolución 

de lo abonado conforme determina la normativa tributaria a efectos de cálculo de intereses. 

Sexto.- Conforme a lo dispuesto en el artículo 139 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-

Administrativa, atendiendo a la casuística y conflictividad generada en la aplicación de este 

impuesto, como se evidencia con las numerosas sentencias dictadas por los tribunales, no se 

considera procedente la condena en costas.  

VISTOS los preceptos legales citados y demás de general y pertinente aplicación, FALLO 

Que debo estimar y estimo el recurso contencioso administrativo nº 141/2020 interpuesto por 

la representación y defensa de xxxx contra las resoluciones citadas en el primer fundamento 

de derecho, las cuales se anulan, condenando al Ayuntamiento de Torrejón a la devolución 

de lo abonado conforme determina la normativa tributaria a efectos de cálculo de intereses. 

Sin condena en costas. 

Notifíquese en debida forma esta Sentencia a las partes, haciéndoles  saber que contra la 

misma no cabe recurso ordinario.  
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Así lo acuerda, manda y firma el el/la Ilmo/a Sr/a. D./Dña. EVA MARIA BRU 

PERAL Magistrado/a-Juez/a del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo número 10 de 

los de Madrid. 

La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido dictada sólo 

podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal que los mismos contuvieran y con 

pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber de tutela 

o a la garantía del anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda.

Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con fines contrarios a 

las leyes. 
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Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 20 de Madrid 
C/ Gran Vía, 19 , Planta 5 - 28013 

45029710 

NIG: 28.079.00.3-2019/0024110 

Procedimiento Abreviado 445/2019  
Demandante/s:  xxxxx
PROCURADOR D./Dña. JAVIER FRAILE MENA 

Demandado/s: AYUNTAMIENTO DE ALCORCON 

PROCURADOR D./Dña. JOSE LUIS GRANDA ALONSO 

En nombre de S.M. el Rey y por la autoridad que la Constitución me confiere, he 

pronunciado la siguiente, 

S E N T E N C I A  nº 62 /2021 

En Madrid, a uno de marzo de dos mil veintiuno. 

Vistos por Don Manuel Pérez Pérez, Magistrado-Juez del Juzgado de lo Contencioso-

Administrativo número Veinte de esta ciudad, los presentes autos de Procedimiento 

Abreviado número 445/19, seguidos a instancia de xxxxx, representados por el Procurador 

de los Tribunales D. Javier Fraile Mena y asistidos por la Abogada Dª. Nahikari Larrea 

Izaguirre, contra el Ayuntamiento de Madrid, representado y asistido por Letrado de sus 

servicios jurídicos, sobre tributos. 

ANTECEDENTES DE HECHO 

PRIMERO: Por la representación procesal de xxxx se presentó, el día 21 de 

septiembre de 2019, demanda al haber finalizado el plazo para resolver la reclamación 

económico administrativa presentada ante el Tribunal Económico-Administrativo Municipal 

de Madrid impugnando la desestimación presunta de la 
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solicitud de devolución de ingresos indebidos en concepto de Impuesto sobre el Incremento 

del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana por la transmisión de la finca urbana sita en 

la calle xxxxx y plaza de aparcamiento en la calle xxxx, de Madrid. Solicitando se anule el 

acto recurrido y de las autoliquidaciones y se declare su derecho al reintegro de la cantidad 

de 5.466,55 euros más los intereses de demora que se devenguen desde la fecha del pago 

hasta el completo reintegro de la cantidad, o subsidiariamente se reconozca la improcedencia 

de la fórmula aplicada acuerde una reducción de 2.212,65 euros, o subsidiariamente de 

911,09 euros, con sus interese de demora, y con imposición de costas a la contraparte. 

SEGUNDO: Admitida a trámite la demanda por Decreto de 12 de noviembre de 2019, 

se señaló fecha para celebración de vista, citando a las partes para la misma y librando de los 

oficios y despachos correspondientes. 

TERCERO: Al acto de la vista comparecieron ambas partes, bajo la representación y 

defensa indicadas, ratificándose la parte recurrente en su escrito de demanda y oponiéndose la 

Administración demandada a sus pretensiones, admitiéndose las pruebas propuestas que 

fueron declaradas pertinentes, según consta en la grabación efectuada de la vista oral, 

quedando el recurso concluso para sentencia. 

CUARTO: En la tramitación de las presentes actuaciones se han observado las 

prescripciones legales. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

PRIMERO: Constituye el objeto del presente recurso determinar si es conforme a 

Derecho la desestimación por silencio administrativo por la Junta Municipal de Reclamaciones 

Económico-Administrativas del Ayuntamiento de Alcorcón de la reclamación económico 

administrativa presentada el 30 de enero de 2019 por los recurrentes contra la desestimación 

por silencio de la solicitud de rectificación y devolución de ingresos indebidos, presentada el 

13 de julio de 2018, referida a las autoliquidaciones del Impuesto sobre el Incremento del 

Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana por la transmisión de los inmuebles sitos en la 
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calle xxxx, de Alcorcón. 

SEGUNDO: El primer motivo del recurso (Fundamento de Derecho B) Jurídico 

Material, apartado I, de la demanda) se refiere a “Del silencio administrativo negativo y la 

indefensión a xxxxx causada por la inactividad del Excmo. Ayuntamiento de Alcorcón”, de 

la que resulta, obviamente, la obligación de resolver por parte de la Administración, pero la 

parte no indica precepto legal concreto que determine las consecuencias jurídicas de tal 

incumplimiento, salvo la posibilidad de acudir a los órganos jurisdiccionales, lo que ha 

efectuado. 

El segundo motivo del recurso (Fundamento de Derecho B) Jurídico Material, apartado 

II A), de la demanda) se titula “De la anulación del Impuesto sobre el Incremento del Valor de 

los Terrenos de Naturaleza Urbana” con cita de los artículos 104.1, 107.1, 107.2.a) y 110.4 del 

TRLHL, y la sentencia del Tribunal Constitucional de 11 de mayo de 2017. 

Sobre la cuestión planteada, la sentencia del Tribunal Constitucional (Pleno) de 11 

mayo 2017 establece en su fallo: 

 “que los arts. 107.1, 107.2 a) y 110.4, todos ellos del texto refundido de la Ley Reguladora de 

las Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, son 

inconstitucionales y nulos, pero únicamente en la medida que someten a tributación 

situaciones de inexistencia de incrementos de valor.”. 

Y en su Fundamento Jurídico 5 precisa el mismo indicando que: 

“Antes de pronunciar el fallo al que conduce la presente Sentencia, deben efectuarse una serie 

de precisiones últimas sobre su alcance: 

a) El impuesto sobre el incremento del valor de los terrenos no es, con carácter general,

contrario al Texto Constitucional, en su configuración actual. Lo es únicamente en aquellos 

supuestos en los que somete a tributación situaciones inexpresivas de capacidad económica, 

esto es, aquellas que no presentan aumento de valor del terreno al momento de la transmisión. 

Deben declararse inconstitucionales y nulos, en consecuencia, los arts. 107.1 y 107.2 a) LHL, 

«únicamente en la medida en que someten a tributación situaciones inexpresivas de capacidad 

económica» (SSTC 26/2017, FJ 7; y 37/2017, FJ 5). 

b) Como apunta el Fiscal General del Estado, aunque el órgano judicial se ha limitado a

poner en duda la constitucionalidad del art. 107 LHL, debemos extender nuestra declaración 
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de inconstitucionalidad y nulidad, por conexión (art. 39.1 LOTC) con los arts. 107.1 y 107.2 

a) LHL, al art. 110.4 LHL, teniendo en cuenta la íntima relación existente entre este último

citado precepto y las reglas de valoración previstas en aquellos, cuya existencia no se explica 

de forma autónoma sino solo por su vinculación con aquel, el cual «no permite acreditar un 

resultado diferente al resultante de la aplicación de las reglas de valoración que contiene» 

[SSTC 26/2017, FJ 6; y 37/2017, FJ 4 e)]. Por consiguiente, debe declararse inconstitucional 

y nulo el art. 110.4 LHL, al impedir a los sujetos pasivos que puedan acreditar la existencia de 

una situación inexpresiva de capacidad económica (SSTC 26/2017, FJ 7; y 37/2017, FJ 5). 

c) Una vez expulsados del ordenamiento jurídico, ex origine, los arts. 107.2 y 110.4 LHL, en

los términos señalados, debe indicarse que la forma de determinar la existencia o no de un 

incremento susceptible de ser sometido a tributación es algo que solo corresponde al 

legislador, en su libertad de configuración normativa, a partir de la publicación de esta 

Sentencia, llevando a cabo las modificaciones o adaptaciones pertinentes en el régimen legal 

del impuesto que permitan arbitrar el modo de no someter a tributación las situaciones de 

inexistencia de incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana (SSTC 26/2017, FJ 

7; y 37/2017, FJ 5).”. 

La propia sentencia se pronuncia de manera indirecta sobre la carga de la prueba al 

declarar expresamente la inconstitucionalidad del artículo 110.4 LHL (apartado b) anterior) “al 

impedir a los sujetos pasivos que puedan acreditar la existencia de una situación inexpresiva 

de capacidad económica”, y ello resulta asimismo de la aplicación de los artículos 105 de la 

Ley General Tributaria y 217 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, considerando la naturaleza 

objetiva del impuesto, como pone de manifiesto la sentencia referida al decir en su 

Fundamento Jurídico 3 que: “Por consiguiente, basta con ser titular de un terreno de 

naturaleza urbana para que se anude a esta circunstancia, como consecuencia inseparable e 

irrefutable, un incremento de valor sometido a tributación que se cuantifica de forma 

automática, mediante la aplicación al valor que tenga ese terreno a efectos del impuesto sobre 

bienes inmuebles al momento de la transmisión, de un porcentaje fijo por cada año de 

tenencia, con independencia no sólo del quantum real del mismo, sino de la propia existencia 

de ese incremento (SSTC 26/2017, FJ 3; y 37/2017, FJ 3).”. 

Debe añadirse, finalmente, que la misma sentencia no considera inconstitucional la 

fórmula de cálculo del importe del impuesto contenida en dicho precepto, indicando en su 

Fundamento Jurídico 3 que: 
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“Por esta razón precisamos a renglón seguido que, aun cuando «es plenamente válida la 

opción de política legislativa dirigida a someter a tributación los incrementos de valor 

mediante el recurso a un sistema de cuantificación objetiva de capacidades económicas 

potenciales, en lugar de hacerlo en función de la efectiva capacidad económica puesta de 

manifiesto», sin embargo, «una cosa es gravar una renta potencial (el incremento de valor 

que presumiblemente se produce con el paso del tiempo en todo terreno de naturaleza 

urbana) y otra muy distinta es someter a tributación una renta irreal» (STC 26/2017, FJ 

3).”. 

Sentencia que ha sido objeto de interpretación y aplicación por la del Tribunal 

Supremo de 9 de julio de 2018, que dice: 

“1º) Los artículos 107.1 y 107.2 a) del TRLHL, a tenor de la interpretación que hemos hecho 

del fallo y del fundamento jurídico 5 de la STC 59/2017, adolecen solo de una 

inconstitucionalidad y nulidad parcial. En este sentido, son constitucionales y resultan, pues, 

plenamente aplicables, en todos aquellos supuestos en los que el obligado tributario no ha 

logrado acreditar, por cualquiera de los medios que hemos expresado en el fundamento de 

derecho Quinto, que la transmisión de la propiedad de los terrenos por cualquier título (o la 

constitución o transmisión de cualquier derecho real de goce, limitativo del dominio, sobre los 

referidos terrenos), no ha puesto de manifiesto un incremento de su valor o, lo que es igual, 

una capacidad económica susceptible de ser gravada con fundamento en el artículo 31.1 CE. 

2º) El artículo 110.4 del TRLHL, sin embargo, es inconstitucional y nulo en todo caso 

(inconstitucionalidad total) porque, como señala la STC 59/2017, «no permite acreditar un 

resultado diferente al resultante de la aplicación de las reglas de valoración que contiene», o, 

dicho de otro modo, porque «imp[ide] a los sujetos pasivos que puedan acreditar la existencia 

de una situación inexpresiva de capacidad económica (SSTC 26/2017, FJ 7, y 37/2017, FJ 

5)». Esa nulidad total de dicho precepto, precisamente, es la que posibilita que los obligados 

tributarios puedan probar, desde la STC 59/2017, la inexistencia de un aumento del valor del 

terreno ante la Administración municipal o, en su caso, ante el órgano judicial, y, en caso 

contrario, es la que habilita la plena aplicación de los artículos 107.1 y 107.2 a) del TRLHL.”. 

Sentencia reiterada por las del mismo Tribunal de 12 y 20 de diciembre de 2018. 

De lo anteriormente expuesto cabe concluir que los apartados 1 y 2.a) del artículo 107 

del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real 

Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, adolecen solo de una inconstitucionalidad y 
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nulidad condicionada a que sometan a tributación “situaciones de inexistencia de incrementos 

de valor”, lo que corresponde acreditar a la parte que lo alega. 

A ello se refiere la parte en el Hecho Quinto de su demanda especialmente. 

Sobre la prueba en los procedimiento tributarios establecen los artículos 105.1 y 

106.1 de la Ley 58/2003, de 17 diciembre, General Tributaria 

- “Artículo 105. Carga de la prueba  

1. En los procedimientos de aplicación de los tributos quien haga valer su derecho deberá

probar los hechos constitutivos del mismo.” 

- “Artículo 106. Normas sobre medios y valoración de la prueba 

1. En los procedimientos tributarios serán de aplicación las normas que sobre medios y

valoración de prueba se contienen en el Código Civil y en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de 

Enjuiciamiento Civil, salvo que la Ley establezca otra cosa.” 

En el presente proceso judicial, para acreditar la inexistencia de incremento de valor 

alegada por los actores en la transmisión de los bienes inmuebles objeto del presente proceso 

presentan únicamente prueba documental: 

1) Las escrituras de compra de 27 de marzo de 2006, y de venta, de 27 de junio de

2017, de la vivienda y dos plazas de garaje objeto del impuesto, a cuyo efecto ha de 

indicarse: 

a) Que el hecho imponible del impuesto se refiere al “valor de los terrenos de naturaleza

urbana”, no al del bien inmueble en su conjunto, terreno y edificación. Y los únicos importes 

consignados en las escrituras presentadas se refieren al valor total de la vivienda y plazas de 

garaje. 

b) Que el valor de los inmuebles contenido en las escrituras públicas es el que las partes

manifiestan en las mismas. Estableciendo el artículo 1218 del Código Civil, bajo el epígrafe 

“Efectos probatorios de los documentos públicos”, que: 

“Los documentos públicos hacen prueba, aun contra tercero, del hecho que motiva su 

otorgamiento y de la fecha de éste. 

 También harán prueba contra los contratantes y sus causahabientes, en cuanto a las 

declaraciones que en ellos hubiesen hecho los primeros.”. 

Por lo que, conforme a tal declaración expresa de una norma con rango de Ley, que 

únicamente puede quedar sin efecto por su declaración de inconstitucionalidad por el órgano 

que tiene tal potestad; el Tribunal Constitucional, tales escrituras públicas no acreditan frente a 

un tercero; el Ayuntamiento demandado, que el valor consignado en ellas sea el que 
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corresponde a los inmuebles transmitidos, y por tanto que se haya producido la pérdida de 

valor alegada, la cual, además, y como se ha indicado, se refiere a los inmuebles en general, no 

al terreno, por lo que ha de desestimarse el motivo. 

2) Un documento estadístico de carácter general, ilegible, que carece de valor alguno a

efectos probatorios sobre el valor del suelo de los concretos bienes inmuebles objeto del 

presente proceso, dado su carácter genérico. 

Por lo que no se considera acreditado por los actores que se haya producido 

“situaciones de inexistencia de incrementos de valor” que indica la sentencia del Tribunal 

Constitucional, y el motivo estudiado ha de ser desestimado. 

TERCERO: El tercer motivo del recurso (Fundamento de Derecho B) Jurídico 

Material, apartado II B), de la demanda) formulado de forma subsidiaria, se refiere a la 

“Improcedencia de la fórmula aplicada por el Excmo. Ayuntamiento de Alcorcón), 

considerando que la liquidación del impuesto debe “realizarse de forma distinta a lo previsto 

en la LRHL, de manera que exprese el efectivo y real aumento de valor que ha experimentado 

el inmueble”. 

El motivo, con fundamento en los documentos periciales que presenta en el 

Expediente, de carácter matemático-financiero, pretende ignorar que ni los recurrentes, ni el 

Ayuntamiento, ni el juzgador poseen potestad de legislar, pues se trata de aplicar normas 

legales no normas matemáticas, ya que el objeto de tales cálculos es determinar el importe de 

un impuesto regulado por una norma legal, el referido Real Decreto Legislativo 2/2004, 

dictado por quien tiene la facultad de legislar, que puede aplicar criterios no exclusivamente 

técnicos y que, al ostentar rango de ley no puede ser inaplicada o modificada salvo por otra 

norma del mismo o superior rango o por su declaración de inconstitucionalidad por el órgano 

que tiene atribuida tal función (artículos 1, 5 y 6, a contrario, de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial). 

Debe añadirse, finalmente, que la ya citada sentencia del Tribunal Constitucional de 11 

mayo 2017 que trata en concreto de la posible inconstitucionalidad del referido artículo 107 

del Real Decreto Legislativo 2/2004, no considera inconstitucional la fórmula de cálculo del 

importe del impuesto contenida en dicho precepto, indicando en su Fundamento Jurídico 3 

que: 

“Por esta razón precisamos a renglón seguido que, aun cuando «es plenamente válida la 

opción de política legislativa dirigida a someter a tributación los incrementos de valor 

L
a 

au
te

nt
ic

id
ad

 d
e 

es
te

 d
oc

um
en

to
 s

e 
pu

ed
e 

co
m

pr
ob

ar
 e

n 
  w

w
w

.m
ad

ri
d.

or
g/

co
ve

m
ed

ia
nt

e 
el

 s
ig

ui
en

te
 c

ód
ig

o 
se

gu
ro

 d
e 

ve
ri

fi
ca

ci
ón

: 
10

36
77

82
47

62
67

81
64

25
78



Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 20 de Madrid - Procedimiento Abreviado - 445/2019 8 / 9 

mediante el recurso a un sistema de cuantificación objetiva de capacidades económicas 

potenciales, en lugar de hacerlo en función de la efectiva capacidad económica puesta de 

manifiesto», sin embargo, «una cosa es gravar una renta potencial (el incremento de valor 

que presumiblemente se produce con el paso del tiempo en todo terreno de naturaleza urbana) 

y otra muy distinta es someter a tributación una renta irreal» (STC 26/2017, FJ 3).”. 

Por lo que el motivo ha de ser desestimado, al igual que el recurso, al no haberse 

acogido ninguno de los motivos de impugnación alegados, de conformidad con lo dispuesto en 

el artículo 70.1 de la Ley 29/1998. 

CUARTO: Conforme a lo que dispone el apartado 1 del artículo 139 de la Ley 

reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, procede imponer la totalidad de las 

costas a la parte actora, al haber sido rechazadas todas sus pretensiones. 

Vistos los preceptos legales y razonamientos citados, el artículo 81 de la Ley 29/1998 

en materia de recurso de apelación y el artículo 86 de la misma Ley en materia del recurso 

extraordinario de casación, y demás de general y pertinente aplicación, 

F A L L O 

Que desestimando el recurso contencioso-administrativo interpuesto por la 

representación procesal de xxxx contra la desestimación por silencio administrativo por la 

Junta Municipal de Reclamaciones Económico-Administrativas del Ayuntamiento de 

Alcorcón de la reclamación económico administrativa presentada el 30 de enero de 2019 

contra la desestimación por silencio de la solicitud de rectificación y devolución de ingresos 

indebidos, presentada el 13 de julio de 2018, referida a las autoliquidaciones del Impuesto 

sobre el Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana por la transmisión de 

los inmuebles sitos en la calle xxxxx, de Alcorcón, debo declarar y declaro ajustada a 

Derecho dicha resolución y, en consecuencia no haber lugar a su nulidad, ni a las demás 

L
a 

au
te

nt
ic

id
ad

 d
e 

es
te

 d
oc

um
en

to
 s

e 
pu

ed
e 

co
m

pr
ob

ar
 e

n 
  w

w
w

.m
ad

ri
d.

or
g/

co
ve

m
ed

ia
nt

e 
el

 s
ig

ui
en

te
 c

ód
ig

o 
se

gu
ro

 d
e 

ve
ri

fi
ca

ci
ón

: 
10

36
77

82
47

62
67

81
64

25
78



Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 20 de Madrid - Procedimiento Abreviado - 445/2019 9 / 9 

pretensiones de la demanda, incluida la subsidiaria, con expresa imposición de la totalidad de 

las costas a la parte actora. 

Devuélvase el expediente administrativo a la Administración, junto con un testimonio 

de esta sentencia, para su inmediato cumplimiento. 

Notifíquese esta sentencia a las partes, haciéndoles constar que es firme y que contra la 

misma no cabe recurso ordinario alguno. 

Llévese esta sentencia a los Libros correspondientes para su anotación. 

Así por esta mi sentencia, definitivamente juzgando en esta única instancia, lo 

pronuncio, mando y firmo. 

La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido dictada sólo 

podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal que los mismos contuvieran y con 

pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber de tutela 

o a la garantía del anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda.

Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con fines contrarios a 

las leyes. 
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Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 21 de Madrid 

C/ Gran Vía, 19 , Planta 5 - 28013 

45029730 

NIG: 28.079.00.3-2019/0025002 

Procedimiento Abreviado 472/2019 

Demandante/s: xxxx 

PROCURADOR D. VALENTIN GANUZA FERREO 

Demandado/s: AYUNTAMIENTO DE ALCORCON 

PROCURADOR D. JOSE LUIS GRANDA ALONSO 

SENTENCIA Nº 56/2021 

En Madrid, a veinticuatro de febrero de dos mil veintiuno. 

Vistos por la Ilma. Sra. Dª Cristina Pacheco del Yerro, Magistrado-Juez del Juzgado 

de lo Contencioso Administrativo nº21 de Madrid, los presentes autos de Procedimiento 

Abreviado nº 472/2019, instados por el Procurador D. Valentín Ganuza Ferreo, en nombre y 

representación de xxxxx., siendo demandado el Ayuntamiento de Alcorcón, representado por 

el Procurador D. José Luis Granda Alonso. 

ANTECEDENTES DE HECHO 

PRIMERO.- En fecha 9 de octubre de 2019 fue repartida a este órgano judicial, 

procedente del Juzgado Decano, recurso formulado por el Procurador D. Valentín Ganuza 

Ferreo, en nombre y representación de xxxx, contra el Ayuntamiento de Alcorcón, el que fue 

admitido a trámite en decreto de 26 de noviembre de 2019, reclamándose el expediente 

administrativo y señalándose día y hora para la celebración de la vista. 

SEGUNDO.- Por diligencia de ordenación de 30 de octubre de 2020 y, debido a la 

pandemia de coronavirus existente, se acordó la suspensión de la vista señalada y, 

habiéndose mostrado conformes las partes con la continuación de la tramitación del 

procedimiento por la vía del artículo 78.3 pfo. 3º de la LJCA, por la parte demandada se 

presentó escrito de contestación a la demanda, en el que, tras alegar los hechos que damos 

por reproducidos y los fundamentos de derecho que estimó de aplicación, terminó 

suplicando que se dictase sentencia por la que se desestimase el recurso, tras lo cual, se dio 

traslado a la parte actora de la causa de inadmisibilidad invocada por el Ayuntamiento de 

Alcorcón, presentando escrito solicitando se acordase la admisibilidad del recurso, quedando 

tras ello los autos conclusos para sentencia. 

TERCERO.- En la tramitación del presente procedimiento se han observado las 

prescripciones legales. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 

PRIMERO.- Se impugna en el presente procedimiento la desestimación presunta de 

la reclamación económico-administrativa formulada por la actora ante la Junta Municipal de 

Reclamaciones Económico-Administrativas del Ayuntamiento de Alcorcón, en fecha 8 de 

enero de 2019, frente a la desestimación presunta del recurso de reposición interpuesto 

contra la denegación presunta de la solicitud de rectificación de la autoliquidación del 

Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana, 

correspondiente a la transmisión inter-vivos de la vivienda sita en la calle xxxx, de Alcorcón, 

con referencia catastral 9569802VK2696N0025PL. 

SEGUNDO.- Por el Ayuntamiento de Alcorcón se invocó en el escrito de 

contestación a la demanda la causa de inadmisibilidad prevista en el artículo 69 c) de la 

LJCA, que dispone que “La sentencia declarará la inadmisibilidad del recurso o de alguna 

de las pretensiones en los casos siguientes:…c) Que tuviera por objeto disposiciones, actos 

o actuaciones no susceptibles de impugnación. “

 Sustenta el Ayuntamiento dicha causa de inadmisibilidad en el artículo 240 de la Ley 

58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, que dispone lo siguiente: 

 “1. La duración del procedimiento en cualquiera de sus instancias será de un año contado 

desde la interposición de la reclamación. Transcurrido ese plazo el interesado podrá 

entender desestimada la reclamación al objeto de interponer el recurso procedente…. “ 

Invoca igualmente el artículo 64 del Real Decreto 520/2005, de 13 de mayo, por el 

que se aprueba el Reglamento general de desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 

General Tributaria, en materia de revisión en vía administrativa, que establece que “Las 

reclamaciones económico-administrativas se tramitarán por el procedimiento abreviado 

cuando sean de cuantía inferior a 6.000 euros o 72.000 euros si se trata de reclamaciones 

contra bases o valoraciones.” 

Así, alega la demandada que, si se argumenta que, por la cuantía del procedimiento, 

el mismo ha de seguirse como abreviado, siendo el plazo de tramitación de seis meses, dado 

que dicho procedimiento ha de tramitarse por órgano unipersonal, ello no es posible en 

Alcorcón donde no existe órgano unipersonal sino una Junta Municipal de Reclamaciones 

Económico Administrativas del Ayuntamiento de Alcorcón, concluyendo que, habiéndose 

presentado la reclamación económico administrativa el 10 de enero de 2019, el plazo para 

resolver la misma finalizaba el 10 de enero de 2020, por lo que, al haber sido admitida la 

demanda el 26 de noviembre de 2019, la misma se presentó con anterioridad al plazo de un 

año que tenía para resolver el Ayuntamiento de Alcorcón.    

Al respecto, hemos de tener en cuenta, como hace la recurrente, que el artículo 245.2 

de la LGT, referido al procedimiento abreviado,  dispone lo siguiente: 

 “Las reclamaciones económico-administrativas tramitadas por este procedimiento se 

resolverán en única instancia por los tribunales económico-administrativos. Para resolver, 

los tribunales económico-administrativos podrán actuar de forma unipersonal.” 
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Por tanto, son los Tribunales Económico-Administrativos los competentes para 

resolver las reclamaciones que se tramitan por el procedimiento abreviado, disponiendo el 

artículo 247 de la LGT lo siguiente: 

“…2. El plazo máximo para notificar la resolución será de seis meses contados desde la 

interposición de la reclamación. Transcurrido dicho plazo sin que se haya notificado la 

resolución expresa, el interesado podrá considerar desestimada la reclamación al objeto de 

interponer el recurso procedente… “ 

Por tanto, habiendo formulado la actora la reclamación económico-administrativa el 

8 de enero de 2019, cuando presentó el recurso contencioso administrativo, en fecha 4 de 

octubre de 2019, ya había transcurrido el citado plazo de seis meses previsto para 

considerarla desestimada.  

Independientemente de ello, hemos de recordar lo establecido por el Tribunal 

Supremo en sentencia de 14 de noviembre de 2003 (Rec. 7634/2000), que dispuso lo 

siguiente:   

“Por el contrario, la doctrina de esta Sala es favorable a considerar que la interposición 

prematura de un recurso contencioso administrativo interpuesto contra la desestimación 

presunta de un recurso administrativo es un defecto subsanable si en el curso del proceso se 

produce la desestimación expresa de aquél o transcurre el plazo establecido para que pueda 

considerarse desestimado por silencio presunto. En casos como el presente de interposición 

anticipada, esta Sala ya ha dicho (Sentencias de 19 de mayo de 2001, 1 de julio de 1998 y 

21 de noviembre de 1989, y las que se citan en esta última) que el principio de 

interpretación conforme a la Constitución de todo el ordenamiento jurídico, reiteradamente 

proclamado tanto por el Tribunal Supremo como por el Tribunal Constitucional, y que ha 

sido expresamente recogido en el artículo 5.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 

impone que las normas relativas al ejercicio de los derechos fundamentales hayan de ser 

interpretadas en el sentido más favorable a la efectividad de tales derechos. Armonizada y 

complementada tan interpretación con el principio básico de economía procesal, la decisión 

que se impone es la de rechazar la inadmisibilidad que se pronuncia en la resolución 

recurrida.” 

Por tanto, aun cuando el plazo para resolver en vía administrativa hubiera sido de un 

año, al haber transcurrido el mismo en el curso del presente procedimiento sin que se haya 

dictado resolución expresa, tampoco cabría la inadmisibilidad del recurso invocada.  

TERCERO.- El artículo 104.1 de Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, 

por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, 

dispone lo siguiente: 

“El Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana es un 

tributo directo que grava el incremento de valor que experimenten dichos terrenos y se 

ponga de manifiesto a consecuencia de la transmisión de la propiedad de los terrenos por 

cualquier título o de la constitución o transmisión de cualquier derecho real de goce, 

limitativo del dominio, sobre los referidos terrenos.” 

El artículo 107 de mismo texto legal dispone lo siguiente: 
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“1. La base imponible de este impuesto está constituida por el incremento del valor de los 

terrenos, puesto de manifiesto en el momento del devengo y experimentado a lo largo de un 

período máximo de 20 años. 

A efectos de la determinación de la base imponible, habrá de tenerse en cuenta el valor del 

terreno en el momento del devengo, de acuerdo con lo previsto en los apartados 2 y 3 de 

este artículo, y el porcentaje que corresponda en función de lo previsto en su apartado 4. 

2. El valor del terreno en el momento del devengo resultará de lo establecido en las

siguientes reglas: 

a) En las transmisiones de terrenos, el valor de éstos en el momento del devengo será el que

tengan determinado en dicho momento a efectos del Impuesto sobre Bienes Inmuebles…… 

4. Sobre el valor del terreno en el momento del devengo, derivado de lo dispuesto en los

apartados 2 y 3 anteriores, se aplicará el porcentaje anual que determine cada 

ayuntamiento, sin que aquél pueda exceder de los límites siguientes: 

a) Período de uno hasta cinco años: 3,7.

b) Período de hasta 10 años: 3,5.

c) Período de hasta 15 años: 3,2.

d) Período de hasta 20 años: 3.

Para determinar el porcentaje, se aplicarán las reglas siguientes: 

1ª El incremento de valor de cada operación gravada por el impuesto se determinará con 

arreglo al porcentaje anual fijado por el ayuntamiento para el período que comprenda el 

número de años a lo largo de los cuales se haya puesto de manifiesto dicho incremento. 

2ª El porcentaje a aplicar sobre el valor del terreno en el momento del devengo será el 

resultante de multiplicar el porcentaje anual aplicable a cada caso concreto por el número 

de años a lo largo de los cuales se haya puesto de manifiesto el incremento del valor. 

3ª Para determinar el porcentaje anual aplicable a cada operación concreta conforme a la 

regla 1ª y para determinar el número de años por los que se ha de multiplicar dicho 

porcentaje anual conforme a la regla 2ª, sólo se considerarán los años completos que 

integren el período de puesta de manifiesto del incremento de valor, sin que a tales efectos 

puedan considerarse las fracciones de años de dicho período. 

Los porcentajes anuales fijados en este apartado podrán ser modificados por las Leyes de 

Presupuestos Generales del Estado.” 

Centra la parte actora su impugnación en la inexistencia de hecho imponible del 

impuesto, al haberse producido una disminución de valor entre las fechas de adquisición y 

venta del inmueble, en concreto, alega que el valor de adquisición  de la vivienda, en subasta 

judicial, fue de 155.520 euros y el de transmisión en escritura pública de compraventa fue de 

45.000 euros.  

En relación con dicha cuestión resulta trascendental la  sentencia del Tribunal 

Supremo de 9 de julio de 2018 (recurso de casación nº 6226/2017), que dispuso lo siguiente: 

"[...] es preciso desentrañar el alcance y efectos de la citada STC 59/2017 porque, aunque 

la resolución judicial impugnada en casación no se pronuncia sobre la cuestión expressis 

verbis, al confirmar la negativa de la Administración municipal a rectificar la 

autoliquidación del IIVTNU en última instancia cuestionada, sin desconocer la meritada 

sentencia del Tribunal Constitucional (en el FD Cuarto la cita, junto con la STC 26/2017, y 

reproduce varios de sus fragmentos), y con base en la existencia «de un incremento de valor 
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del terreno, exponente de una capacidad económica real o, por lo menos, potencial», es 

evidente que está interpretando que los preceptos declarados inconstitucionales por la STC 

59/2017 continúan siendo aplicables en aquellos supuestos en los que se aprecia la 

existencia de una plusvalía. 

Tesis de la sentencia recurrida que contrasta, no solo con la que mantiene la parte 

recurrente -para quien, en síntesis, se está confirmando una liquidación en concepto de 

IIVTNU «que se ha practicado sin que exista base legal para ello», dado que la base 

imponible «se calculó conforme a las normas recogidas en los artículos 107 y 110.4» del 

TRLHL, que han sido anulados ex origine por la citada STC 59/2017; anulación que, en su 

opinión, obliga a anular todas las liquidaciones que se hayan practicado con arreglo a 

dichos preceptos-, sino también, como se refleja en el auto de admisión de 5 de febrero de 

2018, con el criterio sostenido, en la misma línea que la entidad recurrente, por diversos 

Tribunales Superiores de Justicia en sentencias que hemos citado en los antecedentes de 

hecho (Tercero, punto 2), por lo que, ante una situación igual nos encontramos con 

soluciones jurisdiccionales contradictorias [artículo 88.2.a) LJCA], incidiendo 

desfavorablemente y de manera grave sobre los intereses generales si se concluyera que esa 

doctrina es contraria al ordenamiento jurídico [artículo 88.2.b) LJCA]. 

Además, dado que la sentencia impugnada en esta sede, partiendo, como hemos dicho, del 

criterio sentado por la STC 59/2017, y de que no es posible el gravamen por el IIVTNU si no 

existe incremento del valor del terreno puesto de manifiesto -en este caso concreto- en el 

momento de la transmisión del mismo, confirma la denegación de la rectificación de la 

autoliquidación presentada por B... y, por consiguiente, la devolución de los ingresos 

derivados de aquella, con fundamento en que la entidad recurrente no ha acreditado que se 

produjera una minusvalía o la inexistencia de una plusvalía, en la hipótesis de que 

llegáramos a la conclusión de que la tesis de la que parte la Sala de instancia es correcta, 

tendríamos necesariamente que aclarar a quién y con qué rigor corresponde, en principio, 

la referida prueba. 

En fin, a tenor de lo expuesto, según el auto de admisión de 5 de febrero de 2018 dictado 

por la Sección Primera de esta Sala, la cuestión con interés casacional objetivo para la 

formación de la jurisprudencia que suscita este recurso de casación es la siguiente: 

«Determinar si, para garantizar la seguridad jurídica (artículo 9.3 de la Constitución ), la 

igualdad en la aplicación de la ley (artículo 14 de la Constitución) y el respeto de la 

reserva de ley en materia tributaria (artículos 31.3 y 133.1 y 2 de la Constitución), la 

inconstitucionalidad de los artículos 107.1 , 107.2 a) y 110.4 del texto refundido de la Ley 

de Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto legislativo 2/2004, de 5 de marzo, 

declarada en la sentencia del Tribunal Constitucional 59/2017, de 11 de mayo, obliga en 

todo caso a la anulación de las liquidaciones y al reconocimiento del derecho a la 

devolución de ingresos indebidos en las solicitudes de rectificación de autoliquidaciones 

por el impuesto sobre el incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana, sin 

entrar a valorar la existencia o no en cada caso de una situación inexpresiva de capacidad 

económica»……… 

Pero antes de resolver si la declaración de inconstitucionalidad de esos tres preceptos 

del TRLHL obliga, en aplicación de la STC 59/2017, con independencia de que se aprecie o 

no la existencia de una plusvalía, a anular las liquidaciones del IIVTNU, así como a 

proceder a la devolución de lo pagado en los supuestos de autoliquidaciones de dicho 

impuesto (por considerarse en todo caso como un ingreso indebido), procede recordar el 

fallo y el fundamento jurídico 5º de la mencionada sentencia, que es el que explica el 

alcance del fallo, el que, precisamente, ha generado en los órganos judiciales dos 
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interpretaciones contrapuestas, y el que, en definitiva, ha dado origen a la controversia que 

se suscita en este proceso. 

Será objeto de interpretación los artículos 107.1,107.2.a ) y 110.4 del texto refundido de la 

Ley de Haciendas Locales, atendida la declaración de inconstitucionalidad contenida en las 

sentencias del Tribunal Constitucional 26/2017 y 59/2017, de 16 de febrero y 11 de mayo, 

respectivamente". 

Una vez planteados los términos del debate, la Sala dio respuesta, en tal sentencia, en sus 

fundamentos jurídicos segundo a quinto, a las interrogantes suscitadas por el auto de 

admisión en relación con la interpretación del alcance invalidatorio proyectado por la 

antedicha STC 59/2017 sobre los preceptos del TRLHL afectados por la cuestión de 

inconstitucionalidad. Procede, en consecuencia, reproducir ad pedem litterae y en su 

integridad los fundamentos segundo a quinto de nuestra sentencia de 9 de julio de 2018: 

"[...] SEGUNDO. El fallo y el fundamento jurídico 5 de la STC 59/2017. 

Como hemos dicho, el fallo de la STC 59/2017 declara la inconstitucionalidad y nulidad de 

los artículos 107.1, 107.2 a) y 110.4 del TRLHL, «pero únicamente -aclara- en cuanto 

sometan a tributación situaciones de inexistencia de incrementos de valor». 

Y antes de pronunciar el fallo, el Tribunal Constitucional efectúa una serie de precisiones 

últimas sobre su alcance, que a continuación transcribimos:………. 

En definitiva, por un lado, tanto en el fallo como en el fundamento jurídico 5, el máximo 

intérprete de nuestra Constitución deja muy claro que los artículos 107.1, 107.2 a) y 110.4, 

todos ellos del TRLHL, son inconstitucionales y nulos, «pero únicamente en la medida que 

someten a tributación situaciones de inexistencia de incrementos de valor». Con lo que 

parece estar haciendo una declaración parcial de inconstitucionalidad, en tanto que recalca 

asimismo que el IIVTNU «no es, con carácter general, contrario al Texto Constitucional, en 

su configuración actual», sino que «[l]o es únicamente en aquellos supuestos en los que 

somete a tributación situaciones inexpresivas de capacidad económica», por lo que, en 

principio, puede pensarse que en los casos en los que se acredite un aumento de valor del 

terreno al momento de la transmisión, al menos los artículos 107.1 y 107.2 a) del 

TRLHL resultan aplicables por los órganos de la Administración o de la jurisdicción 

contencioso-administrativa. 

Y, por otro lado, sin embargo, el Tribunal Constitucional también indica que «la forma de 

determinar la existencia o no de un incremento susceptible de ser sometido a tributación es 

algo que solo corresponde al legislador, en su libertad de configuración normativa». 

Aunque, a renglón seguido, precisa que lo que en realidad corresponde al legislador 

mediante las «modificaciones o adaptaciones pertinentes en el régimen legal del impuesto» 

es «arbitrar el modo de no someter a tributación las situaciones de inexistencia de 

incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana». 

A conjugar esas dos declaraciones, que pudieran parecer contradictorias, y, por ende, a 

resolver la cuestión con interés casacional objetivo, dedicamos los siguientes fundamentos 

de derecho. 

TERCERO.- Interpretación del fallo de la STC 59/2017 efectuada por algunos Tribunales 

Superiores de Justicia. 

En la determinación del alcance de los efectos de la declaración de inconstitucionalidad 

contenida en la STC 59/2017, en un primer momento, el Tribunal Superior de Justicia de 

Madrid -en sentencia de 19 de julio de 2017 (rec. apelación 783/2016)- y, posteriormente, 

otros Tribunales Superiores de Justicia [entre otros, de Castilla y León, con sede en 

Burgos, sentencia de 22 de septiembre de 2017 (rec. 21/2017); de Galicia, sentencia de 14 

de julio de 2017 (rec. 15002/2017); de Cataluña, sentencia de 21 de diciembre de 2017 
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(rec. 100/2017 ); y de Navarra, sentencia de 6 de febrero de 2018 (rec. 535/2016)], han 

venido anulando sistemáticamente las liquidaciones dictadas en relación con el IIVTNU -

con independencia de que las mismas se hubieran practicado sobre la base de situaciones 

expresivas o inexpresivas de capacidad económica-, en cuanto que giradas «en aplicación 

de preceptos expulsados del ordenamiento jurídico ex origine, cuyo resultado -al decir de 

estos Tribunales- no puede ser reexaminado a la vista del resultado de prueba pericial para 

la que se carece de parámetro legal (comparación de valores escriturados, comparación de 

valores catastrales, factores de actualización, aplicación de normas de otros impuestos...) 

en ejercicio o forma de actuación expresamente rechazado, pues implicaría continuar 

haciendo lo que expresamente el Tribunal Constitucional rechaza, esto es, "dejar al arbitrio 

del aplicador tanto la determinación de los supuestos en los que nacería la obligación 

tributaria como la elección del modo de llevar a cabo la determinación del eventual 

incremento o decremento", determinación que el Constitucional insiste queda reservada al 

legislador, al que debe entenderse dirigida la aclaración del alcance o significado de la 

inconstitucionalidad declarada, no al aplicador del derecho, que con ello habría de 

quebrantar principios de seguridad jurídica y de reserva de ley en materia tributaria, que en 

definitiva han determinado la declaración de inconstitucionalidad» [ sentencia del Tribunal 

Superior de Justicia de Madrid de 19 de julio de 2017 (rec. de apelación 783/2016), FD 3º]. 

Así pues, de acuerdo con la doctrina que acabamos de transcribir, resulta que para algunos 

Tribunales Superiores de Justicia: (1) los artículos 107.1, 107.2 a) y 110.4 del TRLHL son 

radicalmente nulos -nulos ex origine- y han quedado definitivamente expulsados de nuestro 

ordenamiento jurídico; (2) ante la inexistencia de los citados preceptos legales y, en 

consecuencia, de parámetro legal que permita apreciar con carácter previo a la aplicación 

del tributo si existe o no plusvalía susceptible de ser sometida a imposición, no cabe aplicar 

el impuesto ni girar liquidación alguna por este concepto (aunque la misma recayera sobre 

plusvalías reales y efectivas); (3) no puede dejarse al arbitrio del aplicador del Derecho -

esto es, de la Administración tributaria, primero, y de los jueces de lo contencioso-

administrativo, en última instancia- la determinación de los supuestos en los que se produce 

el hecho imponible del impuesto ni la elección del modo de cuantificar el eventual 

incremento o decremento del valor del terreno; (4) tras la STC 59/2017 queda, 

exclusivamente, en manos del legislador llevar a cabo las reformas legales necesarias que 

eviten que el tributo pueda gravar en el futuro plusvalías inexistentes o minusvalías (y, a 

mayor abundamiento -se afirma-, es el legislador el verdadero destinatario de la aclaración 

relativa al alcance o significado de la inconstitucionalidad declarada); y, en fin, (5) 

cualquier liquidación del IIVTNU que se practique con anterioridad a la precitada reforma 

legal, en tanto que carente de la debida cobertura, quebrantaría los principios de seguridad 

jurídica y de reserva de ley aplicables en materia tributaria. 

Pues bien, como explicaremos en los Fundamentos de Derecho que siguen, la inmensa 

mayoría de las anteriores conclusiones no pueden ser acogidas. Y es que: (1)ni en la STC 

59/2017 se declara la inconstitucionalidad total o absoluta de todos los preceptos 

mencionados en el fallo que, en consecuencia, no han quedado -o, al menos, no todos ellos 

ni en la totalidad de los supuestos en los que resultan aplicables- completamente expulsados 

del ordenamiento jurídico; (2)ni puede afirmarse que, a día de hoy, la prueba de la 

existencia o no de plusvalía susceptible de ser sometida a imposición y el modo de llevar a 

cabo la cuantificación del eventual incremento de valor del terreno carecen de la debida 

cobertura legal en contra de las exigencias que dimanan de los principios de seguridad 

jurídica y de reserva de ley tributaria ( artículos 31.3 y 133.1 CE ); (3) ni es cierto que 

dicha valoración de la prueba y la determinación del importe del eventual incremento de 

valor del terreno no pueden corresponder al aplicador del Derecho ; (4) ni, en fin, resulta 
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acertado concluir que, hasta tanto se produzca la intervención legislativa que ha reclamado 

el máximo intérprete de la Constitución en la STC 59/2017, no cabe practicar liquidación 

alguna del IIVTNU (o, procede, en todo caso, la anulación de las liquidaciones y el 

reconocimiento del derecho a la devolución de ingresos indebidos en las solicitudes de 

rectificación de autoliquidaciones correspondientes al IIVTNU, sin entrar a valorar la 

existencia o no en cada caso de una situación reveladora de capacidad económica). 

La única afirmación, pues, que compartimos de la doctrina de los Tribunales Superiores de 

Justicia que venimos comentando es que corresponde, ciertamente, al legislador llevar a 

cabo las modificaciones o adaptaciones pertinentes en el régimen legal del IIVTNU para 

dar cumplimiento a las exigencias que derivan del artículo 31.1 CE y, señaladamente, del 

principio de capacidad económica. Lo demás, ni lo dijo el Pleno del Tribunal Constitucional 

en la STC 59/2017, ni en buena lógica puede inferirse de una interpretación unitaria y 

sistemática de los fundamentos jurídicos y de la declaración de inconstitucionalidad 

contenida en el fallo de su pronunciamiento. 

CUARTO.- El alcance de la declaración de inconstitucionalidad contenida en la STC 

59/2017: no se declara la inconstitucionalidad total o absoluta de todos los preceptos 

mencionados en el fallo [artículos 107.1, 107.2 a) y 110.4 del TRLHL]. 

En el fallo de la STC 59/2017, se declara -y citamos textualmente- «que los artículos 

107.1,107.2 a ) y 110.4, todos ellos del texto refundido de la Ley reguladora de las 

haciendas locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, son 

inconstitucionales y nulos, pero únicamente en la medida que someten a tributación 

situaciones de inexistencia de incrementos de valor » , no, por tanto -podría concluirse tras 

una primera lectura del fallo-, en aquellos casos en los que se gravan plusvalías realmente 

existentes, supuestos estos últimos para los que -cabe entender- han quedado en vigor y, por 

ende, resultan plenamente aplicables los mencionados preceptos. 

Como decimos, esta es la interpretación que a priori podría inferirse del fallo. Sin embargo, 

de un análisis sosegado del texto de la STC 59/2017en el que se tomen en consideración, no 

solo la literalidad de su fallo o incluso de algún fundamento jurídico aislado 

[señaladamente, del FJ 5 c), que vienen citando los Tribunales Superiores de Justicia que 

defienden la imposibilidad de liquidar en la actualidad el IIVTNU], sino también, y 

fundamentalmente, la verdadera ratio decidendi o, lo que es igual, las razones de fondo que 

llevaron al Pleno del Tribunal a efectuar la declaración de inconstitucionalidad que 

interpretamos, pueden inferirse dos conclusiones: de una parte, que en la STC 59/2017 se 

declara la inconstitucionalidad parcial de los artículos 107.1 y 107.2 a) del TRLHL ; y, de 

otra parte, que el alcance de la declaración de inconstitucionalidad que se efectúa en 

relación con el artículo 110.4 del TRLHL estatal (o, más exactamente, que se expulsa 

completa y definitivamente del ordenamiento jurídico la imposibilidad que hasta ese 

momento tenían los sujetos pasivos de acreditar un resultado diferente al resultante de la 

aplicación de las reglas de valoración contenidas en los artículos 107.1 y 107.2 a) del 

TRLHL y, en consecuencia, de demostrar la improcedencia de liquidar y venir obligado al 

pago del IIVTNU en ciertos casos). 

1.- La declaración de inconstitucionalidad parcial de los artículos 107.1 y 107.2 a) del 

TRLHL. 

Como es sabido -y a este respecto existe unanimidad en las exégesis que se han venido 

efectuando de la STC 59/2017-, los artículos 107.1, 107.2.a) y 110.4 del TRLHL se declaran 

contrarios al texto constitucional (no entramos todavía en el alcance de esta declaración) 

porque, (1) estableciendo los artículos 107.1 y 107.2.a) del TRLHL un regla objetiva para el 

cálculo de la base imponible del impuesto en los casos de transmisión onerosa de terrenos 

cuya aplicación conlleva, en todo caso, la existencia de una plusvalía objeto de tributación, 
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y (2) impidiendo el artículo 110.4 del TRLHL que el sujeto pasivo del impuesto pueda 

probar la inexistencia de incremento de valor real del terreno transmitido, en ocasiones 

(que en los últimos tiempos han resultado cada vez más frecuentes como consecuencia de la 

crisis económica), se someten a tributación situaciones inexpresivas de capacidad 

económica o, lo que es igual, manifestaciones de capacidad económica inexistentes, 

virtuales o ficticias, en flagrante contradicción con el contenido que al principio de 

capacidad económica establecido en el artículo 31.1 CE le ha venido atribuyendo el máximo 

intérprete de nuestra Constitución en reiterada jurisprudencia. 

Así se encarga de puntualizarlo expresamente el Pleno del Tribunal Constitucional en el FJ 

3, in fine, de la STC 59/2017: «el tratamiento que los preceptos cuestionados de la Ley 

reguladora de haciendas locales -explica-otorgan a los supuestos de no incremento, o 

incluso de decremento, en el valor de los terrenos de naturaleza urbana, gravan una renta 

ficticia en la medida en que, al imponer a los sujetos pasivos del impuesto la obligación de 

soportar la misma carga tributaria que corresponde a las situaciones de incrementos 

derivados del paso del tiempo, está sometiendo a tributación situaciones de hecho 

inexpresivas de capacidad económica, lo que contradice frontalmente el principio de 

capacidad económica que garantiza el artículo 31.1 CE . En consecuencia, los preceptos 

cuestionados deben ser declarados inconstitucionales, aunque solo en la medida en que no 

han previsto excluir del tributo las situaciones inexpresivas de capacidad económica por 

inexistencia de incrementos de valor (SSTC 26/2017, FJ 3 y 37/2017, FJ 3)». 

Pues bien, siendo como es la vulneración del principio de capacidad económica la ratio 

decidendi de la inconstitucionalidad declarada en la STC 59/2017, carece de sentido -y, por 

ende, consideramos que el Pleno del Tribunal Constitucional no pudo pretender este 

efecto- que la nulidad de los preceptos cuya contradicción con la Constitución se denuncia 

se extienda también a supuestos en los que existe un incremento de valor del terreno y, en 

consecuencia, un manifestación de riqueza real o potencial cuyo gravamen resulta 

plenamente compatible con artículo 31.1 CE . Y es que -y a mayor abundamiento-, en estos 

casos, no solo se grava la que a priori o en abstracto es una manifestación de riqueza real o 

potencial compatible con los dictados del artículo 31.1 CE, sino también la que en 

su configuración legal concreta resulta plenamente compatible con las exigencias que 

derivan del principio de capacidad económica. Así se encargó de puntualizarlo el máximo 

intérprete de la Constitución en el FJ 3 de STC 26/2017, de 16 de febrero, y de reiterarlo en 

la posterior STC 59/2017: «"es plenamente válida -explicó- la opción de política legislativa 

dirigida a someter a tributación los incrementos de valor mediante el recurso a un sistema 

de cuantificación objetiva de capacidades económicas potenciales, en lugar de hacerlo en 

función de la efectiva capacidad económica puesta de manifiesto"» (FJ 3) por el 

contribuyente. 

Y, en fin, por si pudiera existir alguna duda de que la que acabamos de exponer en apretada 

síntesis es la exégesis correcta -aunque, lo adelantamos ya, necesitada de ulteriores 

precisiones- del pronunciamiento que venimos comentando, el Pleno del Tribunal se 

encarga de precisar en el FJ 5, que destina a efectuar "una serie de precisiones últimas" 

sobre el alcance del fallo al que conduce la Sentencia, lo siguiente: (1) que el IIVTNU «no 

es, con carácter general, contrario al Texto Constitucional, en su configuración actual»; (2) 

que «[l]o es únicamente en aquellos supuestos en los que somete a tributación situaciones 

inexpresivas de capacidad económica, esto es, aquellas que no presentan aumento de valor 

del terreno al momento de la transmisión»; y (3) que «[d]eben declararse inconstitucionales 

y nulos, en consecuencia, los arts. 107.1 y 107.2 a) LHL, "únicamente en la medida en que 

L
a 

au
te

nt
ic

id
ad

 d
e 

es
te

 d
oc

um
en

to
 s

e 
pu

ed
e 

co
m

pr
ob

ar
 e

n 
  w

w
w

.m
ad

ri
d.

or
g/

co
ve

m
ed

ia
nt

e 
el

 s
ig

ui
en

te
 c

ód
ig

o 
se

gu
ro

 d
e 

ve
ri

fi
ca

ci
ón

: 
09

44
61

68
69

62
57

83
08

11
80



Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 21 de Madrid - Procedimiento Abreviado - 472/2019 10 / 18 

someten a tributación situaciones inexpresivas de capacidad económica" (SSTC 26/2017, FJ 

7 ; y37/2017, FJ 5)» [letra a) del FJ 5 de laSTC 59/2017]. 

2.- La exégesis que consideramos certera del FJ 5: la declaración de inconstitucionalidad 

total del artículo 110.4 del TRLHL contenida en la STC 59/2017 y la posibilidad que se abre 

para probar la inexistencia de plusvalía. 

Esto sentado, tenemos que refutar a continuación la interpretación excesivamente literal -y, 

lo que es más reprobable, asistemática - que algunos Tribunales Superiores de Justicia 

vienen efectuando de la letra c) del FJ 5 de laSTC 59/2017, que les lleva a transformar el 

que es el entendimiento correcto del fallo de la Sentencia -la declaración de 

inconstitucionalidad parcial de los artículos 107.1 y 107.2 a) del TRLHL- en una 

comprensión errónea del mismo: en particular, a defender la declaración de 

inconstitucionalidad radical y absoluta de los mencionados preceptos y, por derivación, a 

descartar a radice que, hasta tanto se produzca la reforma legal del IIVTNU, puedan 

girarse liquidaciones correspondientes al mismo. 

Ciertamente, en el FJ 5.c) de la STC 59/2017 el Pleno del Tribunal afirma que, declarados 

contrarios al texto constitucional los preceptos denunciados del TRLHL, «la forma de 

determinar la existencia o no de un incremento susceptible de ser sometido a tributación es 

algo que solo corresponde al legislador, en su libertad de configuración normativa, a partir 

de la publicación de esta Sentencia, llevando a cabo las modificaciones o adaptaciones 

pertinentes en el régimen legal del impuesto». Ahora bien, de esta atribución al poder 

legislativo de la competencia exclusiva para reformar el IIVTNU no puede inferirse que, 

hasta que el legislador no lleve a cabo semejante tarea, no puede probarse por el 

contribuyente -ni, en consecuencia, valorarse por el aplicador del Derecho- la inexistencia 

de plusvalía real susceptible de ser sometida a imposición, y ello por cuanto que esta 

prueba o, en su caso, la determinación del eventual incremento/decremento del valor del 

terreno que pudiera producirse, carecerían de la debida cobertura legal, en contra de las 

exigencias que dimanan de los principios de seguridad jurídica (artículo 9.3 CE) y de 

reserva de ley que en materia tributaria establecen los artículos 31.3 y133.1 CE. Y no 

podemos compartir estas conclusiones, al menos, por tres razones: 

2.1.- En primer lugar, porque quienes efectúan semejante interpretación obvian la 

puntualización que efectúa el Tribunal Constitucional a renglón seguido del propio FJ 5 c) 

de la STC 59/2017, que acabamos de transcribir parcialmente (y cuya primera parte es la 

que insistentemente se cita). Corresponde efectivamente al legislador, en su libertad de 

configuración normativa, a partir de la publicación de la Sentencia, llevar a cabo las 

modificaciones o adaptaciones pertinentes en el régimen legal del impuesto que - añade el 

Tribunal y la aclaración no debe pasarse por alto- « permitan arbitrar el modo de no 

someter a tributación las situaciones de inexistencia de incremento de valor de los terrenos 

de naturaleza urbana ( SSTC 26/2017, FJ 7 ; y 37/2017, FJ 5)» [FJ 5 c )]. La intervención 

legislativa se reclama, pues, expresamente, (a) para que en lo sucesivo dejen de gravarse 

situaciones de inexistencia de incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana 

contrarias al principio de capacidad económica y, (b) obviamente, para cubrir la laguna 

legal que deja la declaración de inconstitucionalidad contenida en la Sentencia, no porque 

no exista -a continuación nos pronunciaremos expresamente sobre este extremo- base legal 

en el ordenamiento tributario que discipline la prueba por el contribuyente y la valoración 

por el aplicador del Derecho de la inexistencia de un incremento de valor del terreno o de 

una regla positiva de cálculo para cuantificarla (por mucho que su acierto haya sido 

cuestionado, pero que, insistimos, el máximo intérprete de la Constitución ha declarado 

compatible con el artículo 31.1 CE). 
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De hecho, tal como se desprende del apartado I de la Exposición de Motivos de la 

Proposición de ley núm. 122/000196, presentada por el Grupo Parlamentario Popular en el 

Congreso, por la que se modifica el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 

Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, y otras normas 

tributarias (BOCG núm. 225-1, de 9 de marzo de 2018), así como de la redacción del 

apartado 5 que añade al artículo 104 TRLHLel Artículo único . Primero. Uno. de la citada 

Proposición, esta lectura es la que parece haber hecho también el poder legislativo de la 

tarea que expresamente se le encomienda en el FJ 5 c) de laSTC 59/2017y del alcance del 

fallo que en ella se contiene. 

2.2.- En segundo lugar, porque la doctrina sentada por los Tribunales Superiores de 

Justicia a la que nos venimos refiriendo desconoce -o, al menos, lo pasa por alto- el 

corolario que se desprende de la declaración de inconstitucionalidad total del artículo 110.4 

TRLHL . A este respecto, señala, inequívocamente, el FJ 5 b) de la STC 59/2017que, 

teniendo en cuenta la íntima relación existente entre el artículo 110.4 TRLHL y las reglas de 

valoración previstas en los artículos 107.1 y 107.2 a) del TRLHL, «cuya existencia no se 

explica de forma autónoma sino solo por su vinculación con aquel, el cual "no permite 

acreditar un resultado diferente al resultante de la aplicación de las reglas de valoración 

que contiene" [SSTC 26/2017, FJ 6 , y37/2017, FJ 4 e)]», «debe declararse inconstitucional 

y nulo el artículo 110.4 LHL, al impedir a los sujetos pasivos que puedan acreditar la 

existencia de una situación inexpresiva de capacidad económica (SSTC 26/2017, FJ 7 , 

y37/2017, FJ 5)». 

Pues bien, anulada y expulsada definitivamente del ordenamiento jurídico la prohibición 

que hasta la fecha de dictarse la Sentencia tenían los sujetos pasivos del impuesto de 

probar la inexistencia de incrementos de valor en la transmisión onerosa de terrenos de 

naturaleza urbana, prohibición de la que indirectamente derivaba la quiebra del principio 

de capacidad económica del artículo 31.1 CE, queda expedita la vía para llevar a cabo esta 

prueba. Cuestión distinta es a quién corresponda la carga de la misma, qué medios 

probatorios sean idóneos para llevarla a efecto o, en fin, si estos aspectos cuentan en la 

actualidad con la debida cobertura legal, extremo este último -lo adelantamos ya- al que 

responderemos afirmativamente en el Fundamento de Derecho siguiente. 

2.3.- Y, en tercer lugar -pero no por ello menos importante-, no compartimos la doctrina 

sentada, por primera vez, en la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid de 19 

de julio de 2017 y reiterada, posteriormente, por el mismo órgano jurisdiccional y por otros 

Tribunales Superiores de Justicia, porque priva absolutamente de sentido al fallo de la STC 

59/2017, que venimos comentando. En efecto, atribuyendo en exclusiva y en todo caso al 

legislador la forma de determinar la existencia o no de un incremento de valor del terreno 

susceptible de ser sometido a tributación y negando al aplicador del Derecho la posibilidad 

de valorar la prueba aportada por el contribuyente (de existencia de una minusvalía o 

decremento de valor del terreno enajenado), se desnaturaliza completamente el fallo de la 

Sentencia, pues únicamente si se permite al contribuyente probar la inexistencia de 

plusvalía y al aplicador del Derecho valorar la prueba aportada por el contribuyente el 

fallo de la STC 59/2017puede cumplirse en sus términos estrictos; en particular, resulta 

posible inaplicar el IIVTNU únicamente en la medida en que se someten a tributación 

situaciones de inexistencia de incrementos de valor……….. 

Finalmente, y por lo que respecta, asimismo, al alcance de la declaración de 

inconstitucionalidad contenida en la STC 59/2017, no es la primera vez que el máximo 

intérprete de nuestra Constitución declara la inconstitucionalidad parcial de una norma por 

vulneración de los principios materiales de justicia consagrados en el artículo 31.1 CE. Lo 

que sí es absolutamente novedoso es la enorme confusión que ha suscitado la exégesis del 
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pronunciamiento constitucional y, lo que es peor, la desatinada interpretación que algunos 

Tribunales han venido realizando de sus palabras. 

En efecto, en la STC 193/2004, de 4 de noviembre, el Tribunal Constitucional se pronunció 

sobre la conformidad con la Constitución del artículo 90.2 de la Ley 39/1988, de 28 de 

diciembre, reguladora de las Haciendas Locales, en su redacción anterior a la modificación 

operada por la Ley 22/1993, de 29 de diciembre, de medidas fiscales, de reforma del 

régimen jurídico de la función pública y de la protección por desempleo, por su posible 

vulneración del artículo 14, en relación con el artículo 31.1 del texto constitucional. En 

aquella ocasión el Pleno del Tribunal estimó, en relación con la regulación del Impuesto 

sobre Actividades Económicas (IAE), que el hecho de que ley previera el prorrateo de la 

cuota del IAE en los casos en los que la ruptura del período impositivo general se hubiera 

producido como consecuencia del inicio (alta) de la actividad una vez iniciado el año 

natural, pero no contemplara idéntica posibilidad en los casos de cese (baja) una vez 

comenzado dicho periodo, suponía gravar idénticas manifestaciones de capacidad 

económica potencial de forma desigual, careciendo dicha desigualdad de una justificación 

objetiva y razonable y, por ende, de forma contraria a las exigencias que dimanan de los 

artículos 14.1y31.1 CE. Efectuado el juicio de constitucionalidad en estos términos, el 

Tribunal decidió -transcribimos literalmente el contenido del fallo- «[d]eclarar 

inconstitucional y nulo el art. 90.2 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las 

haciendas locales, en su redacción original, sólo en la medida en que excluye del prorrateo 

por trimestres de las cuotas del impuesto de actividades económicas los supuestos de baja 

por cese en el ejercicio de actividades económicas» . Efectuó, por tanto, una declaración de 

inconstitucionalidad parcial muy similar a la que se contiene en la STC 59/2017, que 

analizamos. Sin embargo, en aquella ocasión, no se puso en cuestión que la regulación legal 

del impuesto fuera constitucional y, por ende, siguiera siendo válida y resultando 

plenamente aplicable en todos sus extremos, excepto en lo relativo a la falta de previsión 

legal del prorrateo por trimestres de las cuotas del IAE en los supuestos de baja por cese en 

el ejercicio de actividades económicas una vez iniciado el periodo impositivo 

correspondiente. 

QUINTO.- Corresponde al sujeto pasivo del IIVTNU probar la inexistencia de una 

plusvalía real conforme a las normas generales sobre la carga de la prueba previstas en 

la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria (« LGT») [mandato que no 

conlleva una quiebra de los principios de reserva de ley tributaria o del principio de 

seguridad jurídica]. 

De la interpretación del alcance de la declaración de inconstitucionalidad contenida en la 

STC 59/2017 que acabamos de efectuar ( parcial en lo que se refiere a los artículos 

107.1 y 107. 2 a) del TRLHL y total en relación con el artículo 110.4 del TRLHL) 

resultan, en esencia, tres corolarios: (1) primero, anulada y expulsada definitivamente del 

ordenamiento jurídico la prohibición que tenían los sujetos pasivos de probar la 

inexistencia de incrementos de valor en la transmisión onerosa de terrenos de naturaleza 

urbana ex artículo 110.4 del TRLHL, puede el obligado tributario demostrar que el 

terreno no ha experimentado un aumento de valor y, por ende, que no se ha producido el 

nacimiento de la obligación tributaria principal correspondiente al IIVTNU; (2) 

segundo, demostrada la inexistencia de plusvalía , no procederá la liquidación del 

impuesto (o, en su caso, corresponderá la anulación de la liquidación practicada o la 

rectificación de la autoliquidación y el reconocimiento del derecho a la devolución); y (3) 

tercero, en caso contrario, habrá de girarse la correspondiente liquidación 

cuantificándose la base imponible del impuesto de conformidad con lo previsto en 

los artículos 107.1 y 107. 2 a) del TRLHL (que, según hemos dicho, han quedado en vigor 
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para los casos de existencia de incremento de valor). En relación con este último supuesto, 

esta Sala es consciente de que pudieran darse casos en los que la plusvalía realmente 

obtenida por el obligado tributario fuera tan escasa que la aplicación de los artículos 107.1 

y 107.2 a) del TRLHL pudiera suscitar dudas desde la perspectiva del artículo 31.1 CE. La 

cuestión, sin embargo, no se nos ha planteado aún y tampoco ha sido resuelta por el 

Tribunal Constitucional en la STC 59/2017. 

Esto sentado, debemos resolver a continuación las cuestiones de (a) a quién corresponde la 

carga de la prueba de la inexistencia de plusvalía, (b) qué medios probatorios resultan 

idóneos para llevarla a efecto y (c) si este último extremo cuenta en la actualidad, y hasta 

tanto se produzca la intervención legislativa que reclama laSTC 59/2017en su FJ 5 c), con 

la debida cobertura legal, tal y como reclaman los principios de seguridad jurídica (artículo 

9.3 CE) y reserva de ley tributaria (artículos 31.3y133.1 CE). Pues bien, en relación con los 

dos primeros interrogantes queremos dejar claro que: 

1.- Corresponde al obligado tributario probar la inexistencia de incremento de valor del 

terreno onerosamente transmitido. Y este extremo, no solo se infiere con carácter general 

del artículo 105.1 LGT , conforme al cual «quien haga valer su derecho deberá probar los 

hechos constitutivos del mismo», sino que también, y en el ámbito concreto que nos ocupa, 

ha sido puesto de relieve por el Pleno del Tribunal Constitucional en el FJ 5 b) de la STC 

59/2017, y admitido, incluso, por la Sección Primera de esta Sala en el Auto de admisión de 

30 de octubre de 2017 (RCA 2672/2017). En el FJ 5 b) de la STC 59/2017concluye, 

concretamente, el máximo intérprete de la Constitución, que «debe declararse 

inconstitucional y nulo el artículo 110.4 LHL, al impedir a los sujetos pasivos que puedan 

acreditar la existencia de una situación inexpresiva de capacidad económica(SSTC 26/2017, 

FJ 7 , y37/2017, FJ 5)."», precisión esta última de la que se infiere inequívocamente que es 

al sujeto pasivo a quien, en un primer momento, le corresponde probar la inexistencia de 

plusvalía. Y esta premisa ha sido admitida también en la cuestión casacional que, con 

posterioridad al pronunciamiento del Tribunal Constitucional, fijó la Sección Primera de 

esta Sala en el Auto de admisión de 30 de octubre de 2017 , citado, en el que, presuponiendo 

que pesaba "sobre el legalmente considerado como sujeto pasivo la carga de acreditar la 

inexistencia de un aumento real del valor del terreno en la fecha de devengo del IIVTNU", 

consideró que tenía interés casacional objetivo la determinación de los medios concretos de 

prueba que debían emplearse para acreditar la concurrencia de esta última circunstancia. 

2.- Para acreditar que no ha existido la plusvalía gravada por el IIVTNU podrá el sujeto 

pasivo (a) ofrecer cualquier principio de prueba, que al menos indiciariamente permita 

apreciarla, como es la diferencia entre el valor de adquisición y el de transmisión que se 

refleja en las correspondientes escrituras públicas [cuyo valor probatorio sería equivalente 

al que atribuimos a la autoliquidación del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales 

en los fundamentos de derecho 3.4 de nuestras sentencias de 23 de mayo de 2018 (RRCA 

núms. 1880/2017 y 4202/2017), de 5 de junio de 2018 ( RRCA núms. 

1881/2017 y 2867/2017 ) y de 13 de junio de 2018 ( RCA núm. 2232/2017]; (b) optar por 

una prueba pericial que confirme tales indicios; o, en fin, (c) emplear cualquier otro 

medio probatorio ex artículo 106.1 LGT que ponga de manifiesto el decremento de valor 

del terreno transmitido y la consiguiente improcedencia de girar liquidación por el 

IIVTNU. Precisamente -nos interesa subrayarlo-, fue la diferencia entre el precio de 

adquisición y el de transmisión de los terrenos transmitidos la prueba tenida en cuenta por 

el Tribunal Constitucional en la STC 59/2017para asumir -sin oponer reparo alguno- que, 

en los supuestos de hecho examinados por el órgano judicial que planteó la cuestión de 

inconstitucionalidad, existía una minusvalía. 
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3.- Aportada -según hemos dicho, por cualquier medio- por el obligado tributario la 

prueba de que el terreno no ha aumentado de valor, deberá ser la Administración la que 

pruebe en contra de dichas pretensiones para poder aplicar los preceptos del TRLHL que 

el fallo de la STC 59/2017ha dejado en vigor en caso de plusvalía. Contra el resultado de 

la valoración de la prueba efectuada por la Administración en el seno del procedimiento 

tributario correspondiente, el obligado tributario dispondrá de los medios de defensa que se 

le reconocen en vía administrativa y, posteriormente, en sede judicial. En la vía 

contencioso-administrativa la prueba de la inexistencia de plusvalía real será apreciada por 

los Tribunales de acuerdo con lo establecido en los artículos 60 y 61 LJCA y, en último 

término, y tal y como dispone el artículo 60.4 LJCA, de conformidad con las normas del 

Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

La resolución judicial recurrida en casación ha interpretado, pues, de manera correcta el 

ordenamiento jurídico al considerar que la STC 59/2017 permite no acceder a la 

rectificación de las autoliquidaciones del IIVTNU y, por tanto, a la devolución de los 

ingresos efectuados por dicho concepto, en aquellos casos en los que no se acredita por el 

obligado tributario la inexistencia de incremento de valor de los terrenos de naturaleza 

urbana, supuestos en los que los artículos 107.1 y 107.2 a) del TRLHL resultan plenamente 

constitucionales y, por consiguiente, los ingresos realizados por el contribuyente, debidos. 

Pues bien, llegados a este punto, y en lo que se refiere a la presunta quiebra del principio de 

reserva de ley tributaria (artículos 31.3 y133.1 CE) y, por derivación, del principio de 

seguridad jurídica (artículo 9.3 CE), debemos responder negativamente a la cuestión 

casacional planteada. 

La STC 59/2017-ya lo sabemos- ha dejado en vigor los artículos 107.1 y 107.2 a) del 

TRLHL en las situaciones de existencia de incremento de valor del terreno onerosamente 

transmitido por el contribuyente, debiéndose entender, a la luz del fallo del 

pronunciamiento constitucional, que dicho incremento de valor debe corresponderse con 

una plusvalía real y efectiva , supuesto éste cuyo gravamen es el único que resulta 

compatible con el principio de capacidad económica ( STC 59/2017, FJ 3). Y para 

acreditar la existencia o no de esa plusvalía real -ya lo hemos dicho también- tanto el 

contribuyente como la Administración habrán de acudir a los medios de prueba y, más 

genéricamente, a las reglas generales que en relación con la prueba se contienen en la 

Sección 2ª del Capítulo II del Título III de la LGT (artículos 105 y siguientes). 

De hecho, en un asunto similar al que ahora enjuiciamos -referido también a la valoración 

de rentas, productos, bienes y demás elementos del hecho imponible-, pero no idéntico -en 

aquella ocasión, entre otras alegaciones, se aducía la vulneración del principio de legalidad 

sancionadora, cuyas exigencias, según reiterada jurisprudencia constitucional, son más 

estrictas que las que dimanan de losartículos 31.3y133 CE-, el Pleno del Tribunal 

Constitucional consideró que remitir a la LGT los "medios" con arreglo a los cuales la 

Administración tributaria podrá comprobar el "valor de las rentas, productos, bienes y 

demás elementos del hecho imponible", resulta "aceptable desde la perspectiva del artículo 

133.1 CE, es decir, desde un punto de vista estrictamente tributario" (no así, en cambio, "a 

la luz del principio -más estricto- de legalidad recogido en el artículo 25.1 CE, o lo que es 

lo mismo, en materia sancionadora"). A esta conclusión, en particular, llegó el Pleno del 

Tribunal Constitucional en el FJ 9 de la STC 194/2000, de 19 de julio, por la que se resolvió 

el recurso de inconstitucionalidad interpuesto en su día contra la Disposición adicional 

cuarta de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos . 

Y, a mayor abundamiento, señaló, asimismo, en el FJ 9 de esta Sentencia que «tanto la 

referencia al "valor real" -(...)- cuanto la existencia de estos medios tasados de 

comprobación para determinarlo, permiten rechazar que la norma autorice a la 
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Administración para decidir con entera libertad el valor real del bien transmitido o del 

derecho que se constituya o ceda o, lo que es igual que, en detrimento de la reserva de ley 

recogida en elart. 133.1 CE, le esté permitiendo cuantificar, sin límite alguno, un elemento 

esencial del tributo. Estamos aquí, como en otros supuestos [STC 233/1999, de 16 de 

diciembre, FJ 19 a)], ante una fórmula -el "valor real"- que impone a la Administración la 

obligación de circunscribirse, dentro de una esfera de apreciación, a unos criterios de 

naturaleza técnica que no puede obviar, de manera que puede afirmarse que la Ley impide 

que aquélla adopte decisiones que puedan calificarse, desde la perspectiva analizada, como 

libres, antojadizas, en suma, arbitrarias» (STC 194/2000, FJ 9). 

Ciertamente, en el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales Onerosas al que se refería 

la STC 194/2000existía una mención expresa a la noción de "valor real" -en concreto, en el 

artículo 46.2 del Real Decreto Legislativo 1/1993-, mención legal que, sin embargo, no se 

contiene en los preceptos del TRLHL que regulan el IIVTNU. En relación con esta última 

figura impositiva, el artículo 104.1 del TRLHL dispone que el impuesto "grava el 

incremento de valor que experimentan dichos terrenos (...)", y es la exégesis que el máximo 

intérprete de nuestra Constitución ha efectuado en la STC 59/2017la que obliga a 

interpretar ese incremento de valor como un incremento de valor real para que la plusvalía 

gravada respete las exigencias que dimanan del principio de capacidad económica. La 

omisión legal, empero, no supone una quiebra del artículo 31.3 CE. Y ello por cuanto que la 

constatación de que existe una plusvalía real es un prius fáctico para la aplicación de la 

regla objetiva de cálculo prevista en los artículos 107.1 y 107.2 a) del TRLHL (que 

únicamente han quedado en vigor para estos casos) -no un elemento esencial que sirva para 

cuantificar el impuesto como sucede en el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales- 

cuya concurrencia resulta perfectamente constatable sobre la base del empleo de los medios 

de comprobación que establece la LGT en los artículos 105 y siguientes de la LGT , medios 

que permiten rechazar que la norma autorice a la Administración para decidir con entera 

libertad el valor real del terreno onerosamente transmitido en detrimento de la reserva de 

ley recogida en los artículos 31.3y133.1 CE. 

Y, en fin, rechazada la vulneración del principio de reserva de ley tributaria establecido en 

los artículos 31.3y133.1 CE debe desestimarse, asimismo, la quiebra del principio de 

seguridad jurídica garantizado en el artículo 9.3 CE. 

Conforme a reiterada jurisprudencia constitucional «"la seguridad jurídica ha de 

entenderse como la certeza sobre el ordenamiento jurídico aplicable y los intereses 

jurídicamente tutelados, procurando 'la claridad y no la confusión normativa' (STC 

46/1990, de 15 de marzo, FJ 4), y como 'la expectativa razonablemente fundada del 

ciudadano en cuál ha de ser la actuación del poder en la aplicación del Derecho' (STC 

36/1991, de 14 de febrero, FJ 5). En definitiva, sólo si en el ordenamiento jurídico en que se 

insertan, y teniendo en cuenta las reglas de interpretación admisibles en Derecho, el 

contenido o las omisiones de un texto normativo produjeran confusión o dudas que 

generaran en sus destinatarios una incertidumbre razonablemente insuperable acerca de la 

conducta exigible para su cumplimiento o sobre la previsibilidad de sus efectos, podría 

concluirse que la norma infringe el principio de seguridad jurídica" (STC 96/2002, de 25 de 

abril, FJ 5; oSTC 93/2013, de 23 de abril, FJ 10)» [STC 84/2015, de 30 de abril, FJ 3 b)]. 

Pues bien, teniendo en cuenta las concreciones que acabamos de efectuar en torno a quién 

corresponde la carga de la prueba de la existencia de minusvalía; cuál ha de ser el objeto 

de la prueba -la existencia de un minusvalía real- y, en fin, cuáles los medios de que dispone 

el sujeto pasivo para acreditar la existencia de un decremento de valor del terreno, no puede 

afirmarse que los preceptos que han quedado en vigor tras la STC 59/2017(en los términos 

en los que deben ser interpretados a la luz del pronunciamiento constitucional), teniendo en 
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cuenta las reglas de interpretación admisibles en Derecho, generen en el obligado tributario 

una "incertidumbre razonablemente insuperable" o una falta de certeza o certidumbre de tal 

intensidad que contravenga los dictados que dimanan del principio de seguridad 

jurídica…….. 

SÉPTIMO. Criterios interpretativos sobre los artículos 107.1, 107.2 a) y 110.4, todos ellos 

del TRLHL, a la luz de la STC 59/2017. 

Conforme a lo hasta aquí expuesto, y según ordena el artículo 93.1 LJCA, procede fijar la 

siguiente interpretación de los preceptos legales concernidos en este litigio: 

1º) Los artículos 107.1 y 107.2 a) del TRLHL, a tenor de la interpretación que hemos 

hecho del fallo y del fundamento jurídico 5 de la STC 59/2017, adolecen solo de una 

inconstitucionalidad y nulidad parcial. En este sentido, son constitucionales y resultan, 

pues, plenamente aplicables, en todos aquellos supuestos en los que el obligado tributario 

no ha logrado acreditar, por cualquiera de los medios que hemos expresado en el 

fundamento de derecho Quinto, que la transmisión de la propiedad de los terrenos por 

cualquier título (o la constitución o transmisión de cualquier derecho real de goce, 

limitativo del dominio, sobre los referidos terrenos), no ha puesto de manifiesto un 

incremento de su valor o, lo que es igual, una capacidad económica susceptible de ser 

gravada con fundamento en el artículo 31.1 CE. 

2º) El artículo 110.4 del TRLHL, sin embargo, es inconstitucional y nulo en todo caso 

(inconstitucionalidad total) porque, como señala la STC 59/2017, «no permite acreditar 

un resultado diferente al resultante de la aplicación de las reglas de valoración que 

contiene», o, dicho de otro modo, porque «imp[ide] a los sujetos pasivos que puedan 

acreditar la existencia de una situación inexpresiva de capacidad económica (SSTC 

26/2017, FJ 7 , y37/2017, FJ 5)». Esa nulidad total de dicho precepto, precisamente, es la 

que posibilita que los obligados tributarios puedan probar, desde laSTC 59/2017, la 

inexistencia de un aumento del valor del terreno ante la Administración municipal o, en su 

caso, ante el órgano judicial, y, en caso contrario, es la que habilita la plena aplicación de 

los artículos 107.1 y 107.2 a) del TRLHL [...]".” 

Tras la transcrita sentencia del Tribunal Supremo y, partiendo de la conclusión a la 

que llega el Tribunal de entender que los artículos 107.1 y 107.2 a) del TRLHL, adolecen 

solo de una inconstitucionalidad y nulidad parcial, hemos de analizar en el supuesto que nos 

ocupa si, por la parte recurrente, se ha aportado prueba suficiente de la inexistencia de 

incremento de valor en el terreno transmitido. 

Ha aportado la actora el auto del Juzgado de Primera Instancia nº 4 de Alcorcón, de 

fecha 16 de septiembre de 2009, en el que se le adjudica el inmueble en cuestión por la suma 

de 155.520,00 euros, así como un informe de tasación de fecha 17 de marzo de 2009, en el 

que se otorga a la vivienda un valor de tasación de 194.400,00 euros, desglosando el valor 

del suelo, por importe de 116.280,00 euros.  

 Ha aportado asimismo escritura de compraventa de fecha 29 de marzo de 2018, en la que la 

recurrente vende la vivienda por un precio de 45.000 euros. Aportó igualmente un informe 

de tasación de dicha vivienda de fecha 12 de mayo de 2017, que fija un valor de tasación de 

la misma de 90.000 euros, desglosando también el valor del suelo, por importe de 48.867,12 

euros. 

Conforme al criterio del Tribunal Supremo en la sentencia transcrita, con la 

documental aportada por la actora se desplaza al Ayuntamiento liquidador la carga de 
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acreditar que los precios inicial o final recogidos en el auto de adjudicación, la escritura de 

compraventa e informes de tasación,  son falsos o no se corresponden con la realidad de lo 

sucedido, no habiendo probado la Corporación demandada dicho extremo, por cuanto, lo que 

tiene en cuenta es el hecho de que no se haya concedido licencia urbanística de obras que 

afectase a la vivienda en su acondicionamiento o reforma interior, así como el informe de la 

Sección de Infraestructuras y Obras Públicas del Ayuntamiento, en el que se hace constar 

que se habían llevado a cabo continuas obras de remodelación en las calles respecto de las 

que existían procedimientos contra el Ayuntamiento en relación con el cobro de plusvalías. 

Aporta igualmente el Ayuntamiento un gráfico sobre la evolución del valor catastral del 

suelo de Alcorcón entre los momentos de la adquisición y la transmisión del inmueble. 

Al respecto, y en lo relativo  la toma en consideración del valor catastral, cabe traer a 

colación una sentencia del Tribunal Supremo de 27 de enero de 2020, que estableció lo 

siguiente: 

 “Desde estas consideraciones generales y examinado el caso concreto se observa que el 

recurrente aporta a las actuaciones, desde el principio, las correspondientes escrituras 

públicas de compra o adquisición del inmueble en 2004 y de venta en el año 2014, cuya 

valoración no se cuestiona, de las que resulta una disminución del valor del bien en el 

momento de la enajenación de 50.000 euros. Disminución que también se desprende en 

cuantía superior del informe pericial aportado con la reclamación de responsabilidad 

patrimonial. 

Frente a ello, la Administración, partiendo de la consideración que el incremento del valor 

se refiere a los terrenos y no a la totalidad del inmueble, invoca la evolución de los valores 

catastrales teniendo en cuenta la revisión de 2010, que supone para el año 2014 pasar de un 

valor catastral del suelo de 105,565,01 euros en 2004 al valor catastral de 239.185,80 

euros, es decir, más del doble en un periodo de aguda crisis económica que afectó 

especialmente al sector inmobiliario y sin justificación alguna, obteniendo así el porcentaje 

de repercusión del valor catastral del suelo en el valor catastral total del bien que luego 

aplica al valor en venta del inmueble escriturado, trasladando a ésta la falta de justificación 

de la valoración del suelo, aplicando un porcentaje que se obtiene desde un incremento del 

valor catastral del suelo injustificado y claramente desproporcionado con la evolución del 

mercado inmobiliario, lo que impide tomarlo en consideración como prueba en contrario 

frente a los datos concretos del mercado que resultan de manera congruente de los 

elementos probatorios aportados por el interesado. 

En consecuencia ha de concluirse que el obligado tributario ha aportado los elementos de 

prueba suficientes para entender acreditada la inexistencia de un incremento patrimonial 

entre la adquisición y la transmisión del inmueble de naturaleza urbana en cuestión, que 

pudiera ser susceptible de la aplicación del IIVTNU, por lo que no tenía el deber de 

soportar la correspondiente liquidación y, por lo tanto, debe ser indemnizado en la cantidad 

de 9.017,30 euros a la que ascendió la indebida liquidación, más los intereses legales desde 

la reclamación.” 

En el presente supuesto, tampoco podemos tener en cuenta el incremento del valor 

catastral del suelo del que parte la Administración, al resultar, como en el supuesto de la 

sentencia transcrita, injustificado. 
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Por todo ello, hemos de concluir que los documentos aportados por la recurrente, 

constituyen prueba suficiente para acreditar que no se ha producido el incremento de valor 

del terreno que constituiría el hecho imponible del impuesto que nos ocupa, con la 

consiguiente estimación del recurso.     

CUARTO.- Conforme a lo dispuesto en el artículo 139.1 de la LJCA y, teniendo en 

cuenta que en los recursos de apelación de los que está conociendo la Sala de lo Contencioso 

Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid en asuntos similares al que nos 

ocupa, viene estableciendo que las profundas divergencias interpretativas suscitadas con 

ocasión de la declaración de inconstitucionalidad de los arts. 104 y 110 TRLHL eximían de 

la imposición de las costas, no se hace expresa condena en costas. 

Vistos los artículos citados y demás de general y pertinente aplicación, 

FALLO 

Que estimando el recurso contencioso administrativo interpuesto por el Procurador 

D. Valentín Ganuza Ferreo, en nombre y representación de xxxx., contra la desestimación 

presunta de la reclamación económico-administrativa formulada por la actora ante la Junta 

Municipal de Reclamaciones Económico-Administrativas del Ayuntamiento de Alcorcón, en 

fecha 8 de enero de 2019, frente a la desestimación presunta del recurso de reposición 

interpuesto contra la denegación presunta de la solicitud de rectificación de la 

autoliquidación del Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza 

Urbana, correspondiente a la transmisión inter-vivos de la vivienda sita en la callxxxxA, de 

Alcorcón, con referencia catastral 9569802VK2696N0025PL, debo anular y anulo dicho 

acto, procediendo la devolución a la recurrente de la suma ingresada por dicho concepto, 

más los intereses legales; sin hacer imposición de costas. 

Así por esta mi sentencia, contra la que no cabe interponer recurso de apelación, lo 

pronuncio, mando y firmo. 

La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido dictada 

sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal que los mismos contuvieran y 

con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber de 

tutela o a la garantía del anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda. 

Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con fines contrarios a 

las leyes. 
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